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			INTRODUCCIÓN

			
CAMBIO DE ÉPOCA Y ESTADO DE BIENESTAR

			RICARD GOMÀ, GEMMA UBASART

			La emergencia sanitaria por la covid-19, que posteriormente ha derivado en crisis económica y social, ha hecho visibles realidades y debates que, aunque presentes, restaban en un segundo plano de la conversación pública. En este sentido, la pandemia ha actuado como una suerte de acelerador de procesos sociales en marcha, y a la vez como intensificador de la necesidad de repensar realidades dadas por descontadas. Así ha sucedido de manera muy clara con las temáticas que vamos a tratar en el libro. Si bien éste fue concebido con anterioridad a la pandemia, la nueva situación de complejidad e incertidumbre en la que nos encontramos creemos que lo hace aún más pertinente.

			La publicación que aquí empieza pretende ser una reflexión sobre las grandes transiciones sociales en marcha en pleno siglo XXI, en sus múltiples dimensiones (económico-tecnológica, cultural, ecológica y política); y sobre los retos que ellas generan en clave de nuevas capacidades institucionales y cívicas para gobernarlas, y (re)construir así las bases de una ciudadanía social. En otras palabras, en esta obra se quiere abordar la relación entre cambio de época y estado de bienestar, hacer un ejercicio de comprensión de las mutaciones experimentadas que redibujan cotidinidades y proyectos colectivos. Y por lo tanto, que nos retan a repensar los dispositivos de efectivación de derechos, seguridades y cuidados.

			Concretando un poco más, proponemos hilvanar el conjunto de dinámicas de cambio social en torno a las cuatro vertientes comentadas para así poder ofrecer una perspectiva articulada y global. Las dimensiones económico-técnológica, cultural, ecológica y política construyen los vectores clave del cambio de época. Las transformaciones en cada dimensión impactan sobre las relaciones sociales y las trayectorias personales, configurando marcos emergentes de cotidianidad. Surge así un entramado de complejidades, incertidumbres y asimetrías sin precedentes. Pero a la vez se abren también espacios de oportunidad donde configurar nuevos proyectos vitales y colectivos. Se dibujan vidas y mundos en transición: trabajos de plataforma, diversidades afectivas y sexuales, soledades y mestizajes, emergencia climática, procesos de gentrificación, redes de acción colectiva, relatos de miedo y de esperanza.�

			Se trata de coordenadas sustancialmente diferentes a las que dieron lugar a los regímenes de bienestar del siglo XX, a todos ellos. En otras obras se han tratado en profundidad los procesos de reestructuración de las políticas sociales clásicas. No pretendemos volver a ellos. Nuestra apuesta en el presente texto parte de las dinámicas de cambio de época y propone su lectura como retos a enfrentar para reconstruir una ciudadanía social posible. Se trata de situar a los derechos sociales ante el espejo del cambio de época, y forjar nuevos espacios de ciudadanía fuertemente conectados a las realidades emergentes.

			Nuestra invitación a los y las autoras, a quien queremos agradecer su entusiasta participación, ha consistido en proponerles el reto de reflexionar desde cuatro valores o ideas-fuerza (igualdad, diferencias, autonomía y vínculos) convertidos en los hilos que permiten tejer las nuevas políticas sociales, que posibilitan proyectar hacia el futuro la pulsión humanista y emancipatoria del viejo estado de bienestar. Se dibujan aquí los nuevos retos de gobernanza: construir estrategias de predistribución, justicia de género, inclusión, interculturalidad, soberanías sobre bienes comunes, derecho a la ciudad, fraternidad...

			
CONSTRUIR CIUDADANÍA SOCIAL EN EL SIGLO XXI


			El movimiento global, que dió inicio con la revuelta de Seattle en 1999, visualizaba el punto de partida de una nueva era. Movimientos ecologistas y pacifistas, iniciativas juveniles, ONGs y sindicatos, con distintos registros y lenguajes, luchaban por una globalización humana y ecológica, es decir, demandaban que las transformaciones productivas, sociales y culturales revertieran en beneficio de las mayorías sociales, el conjunto de los lugares y el ecosistema. Sujetos plurales y mestizos se movilizaron en diversas ciudades del planeta coincidiendo con las reuniones de varios organismos internacionales como el FMI, el BM o la OMC: buscaban bloquear el normal funcionamiento de estos encuentros con el objetivo de influir en el nuevo sistema mundo en construcción. A final del ciclo de protesta, estas revueltas mutaron y tomaron forma de movimiento contra la guerra de Irak. La guerra global permanente se presentaba como el complemento a la globalización neoliberal.

			Las alternativas también se disputaron en otras escalas. Desde la proximidad y la cotidianidad se trabajaba y trabaja para dibujar, reclamar y edificar otro mundo posible. Tomó importancia la acción performativa, construyendo propuestas desde el aquí y el hoy. El lema «piensa globalmente, actua localmente» fue sedimentando en el nuevo milenio. Se tejieron redes de solidariedad entre iguales a nivel vecinal o sectorial, se construyeron espacios de economía social y cooperativa generando ocupación digna, se ensayaron nuevos proyectos de vida personal, familiar y colectiva debilitando el patriarcado, se transitaron propuestas que hacen más compatible la vida urbana y la rural, se enunciaron los derechos de la naturaleza, etc. Además, el mundo local adquirió un dinámico protagonismo. Las apuestas municipalistas, que conectan institución y comunidad, trazaron nuevos futuros posibles para materializar desde el presente. Hábitats autocentrados donde construir y ejercer ciudadanía. Ciudades y pueblos que tejen redes y relaciones de cooperación.

			Estamos atravesando desde hace años un conjunto de cambios sociales generadores de nuevas complejidades, incertidumbres y vulnerabilidades. Y estos, aunque enunciados y transitados como hemos visto en la práctica contenciosa y performativa, se encuentran con limitados elementos de respuesta en las agendas públicas construidas en el siglo XX. En la esfera sociocultural se identifican procesos como la crisis de la organización patriarcal de los cuidados, el cambio demográfico o la transición a la multiculturalidad. En la esfera económica se desarrolla la financiarización de la economia, la mercantilización de la vivienda con sus impactos de gentrificación global, o la disrupción tecnológica, con sus diferentes formas de capitalismo de plataforma. En la esfera ecológica se intensifican los riesgos ambientales producidos socialmente, de la contaminación a la emergencia climática.

			La crisis económica de 2008 debe comprenederse en este contexto de mutaciones estructurales que empujan los procesos de desregulación económica y aumento de las desigualdades. Además aquella crisis se responde con recetas thatcheristas (servicios públicos convertidos en áreas de negocio privado, y derechos sociales en mercancías), a la par que con una forma de keynesianismo para los ricos: volúmenes ingentes de gasto público (y nuevas regulaciones) para salvar la banca y la gran empresa. Ahora bien, la recesión económica también hace visible una crisis política y de representación. El malestar ciudadano y la indignación social frente al empeoramiento de su vida cotidiana y, sobretodo, la falta de perspectivas de futuro, no encuentran canalización en los sistemas políticos liberal-democráticos de los estado-nacionales. El regionalismo europeo (o el latinoamericano) no ha conseguido grandes avances en el gobierno de la economía y el despliegue de una potente agenda social. Los actores políticos y las instituciones públicas protagonistas del keynesianismo-fordista se encuentran en serias dificultades. Seguramente en el repensar de la agenda de transformación no es suficiente una denuncia del neoliberalismo, sino también del estatismo clásico.

			Resulta sumamente necesario ser conscientes de las muchas dimensiones donde podemos identificar tensiones y grietas en el tejido colectivo, y donde podemos (y debemos) dibujar horizontes de esperanza postcovid. Este libro quiere ser un abanico de diagnósticos y propuestas para avanzar en tal hazaña. Conocer nuestro mundo para hacerlo un poco mejor. Construir conocimiento experto desde profundas motivaciones éticas y políticas. A continuación se apuntan algunos de los retos sobre los que pueden transitarse.

			Primera grieta. Los trabajos asalariados han perdido capacidad de vertebrar trayectorias y de distribuir socialmente la riqueza: paro, precariedad y pobreza laboral alcanzan niveles inasumibles. Las perspectivas inmediatas son desoladoras. La garantía pública de ingresos, en paralelo, sigue estancada en esquemas anacrónicos e insuficientes. Es tiempo de una doble apuesta. En primer lugar, reconstruir la economía y los trabajos en clave cooperativa y feminista. Una economía ecológica por la vida, con creación y apropiación compartida de valor, con trabajos sostenibles y centralidad de los cuidados. Un modelo que genere prosperidad cuidando las personas y el planeta. En segundo lugar, rehacer la protección vital y la libertad personal desde la renta básica. Las políticas de renta garantizada deben convertirse ya en un derecho subjetivo de ciudadanía con capacidad de asegurar, en situaciones de vulnerabilidad económica, un nivel mínimo de ingresos para vivir. Y han de abrir, al mismo tiempo, el horizonte de la renta básica: para construir autonomías reales, para desmercantilizar, en clave universal, las condiciones materiales de la existencia.

			Segunda grieta. La actual crisis ha visibilizado una enorme herida social: la desatención pública de las vulnerabilidades cotidianas (sobre todo de los niños/as y personas mayores) y de las necesidades básicas de habitabilidad (casas dignas, aire limpio). Habrá que generar de forma urgente derechos de ciudadanía en el cruce de las nuevas agendas social y urbana: una agenda social centrada en la dignificación de los servicios de cuidados, y una agenda urbana centrada en la vivienda y la ecología de proximidad. En primer lugar, el derecho a los cuidados debe gozar, en el futuro inmediato, de la misma centralidad que tienen la educación o la sanidad en las políticas de bienestar. Habrá, al mismo tiempo, que garantizar una organización social equitativa de los cuidados, en el marco de una agenda feminista forjadora de un nuevo contrato de género. En segundo lugar, el derecho a la ciudad debe configurar un nuevo espacio clave de reinvención de los derechos sociales: un hábitat digno y seguro, un espacio público como bien común (con menos coches y más verde), metrópolis que cierran fracturas culturales y educativas entre barrios, territorios que ganan soberanías de proximidad (alimentaria, energética...).

			Tercera grieta. La Covid-19 implica el riesgo de agudizar dinámicas de segregación en múltiples esferas (barrios, movilidad, entornos alimentarios, espacios educativos ...) y nos plantea el reto de fortalecer un modelo de acción colectiva como constructora de bienes comunes. Habrá que ensayar una nueva intersección: entre políticas de fraternidad orientadas a crear marcos de encuentro e interacción colectiva; y prácticas de innovación social y organización comunitaria orientadas a crear vínculos, apoyos mutuos y autodefensa de derechos. Las instituciones públicas de proximidad afrontan el reto de desplegar políticas de acción comunitaria generadoras de marcos de inclusión relacional. Las organizaciones sociales deben abrirse a la comunidad, como palancas de lucha y solidaridad. Hay que tejer el común desde dispositivos públicos (CAP, escuelas, centros cívicos, bibliotecas...) y desde dispositivos ciudadanos (asociaciones vecinales, centros recreativos, ateneos, bancos de tiempo, bloques ocupados...). Existe un espacio institucional con más pulsión comunitaria y un espacio comunitario con más pulsión universal: erigir un ámbito compartido donde tejer alianzas publicocomunitarias, donde restablecer lógicas de fraternidad.

			Cuarta grieta. La construcción de la nueva agenda de bienestar debe ir vinculada a un proceso de cambio inaplazable: la transformación de las administraciones públicas hacia un modelo con valores públicos de referencia, flexible y responsable, estratégico y creativo, deliberativo y relacional. La administración no puede ser concebida como un mero instrumental técnico, debe incorporar en su operativa los valores que inspiran la construcción de una sociedad libre, igualitaria, diversa y fraterna; debe contribuir a forjar los escenarios colectivos que democráticamente decidimos. En clave interna, la administración pública debe superar esquemas de rigidez vertical y sectorial, y dotarse de flexibilidad, de espacios que nutran la confianza y la responsabilidad. En clave externa, deberá articular respuestas a una sociedad compleja y cargada de incertidumbres. Deberá ser estratégica y a la vez creativa / inclusiva: capaz de encontrar respuestas nuevas al hacerse preguntas nuevas; abierta al aprendizaje y al abordaje de retos emergentes. Necesitamos, por último, una administración deliberativa y relacional, con herramientas para incorporar inteligencias colectivas, para articular el diálogo y la cooperación; para activar dinámicas de mediación entre escalas de gobierno y con las esferas privada y comunitaria.

			Quinta grieta. Todo esto conecta con la reflexión territorial. Hasta ahora, la globalización ha desatado sensaciones de desprotección, y los estados han tendido a responder con fronteras excluyentes y repliegue autoritario. En este contexto, las ciudades han impulsado la apertura de la brecha democrática. Y claro que la pandemia las golpea y fragiliza. Pero, lejos de renunciar, tendremos que explorar otras formas de vivirlas. En la nueva normalidad urbana no puede haber lugar para la contaminación, ni para prácticas especulativas: nos va la vida. En el mundo postcovid, el reto de las ciudades pasa por emerger como espacios tangibles donde articular vínculos y diferencias, comunidad con acogida; la geografía posible de encuentro entre apertura y protección; los sitios desde donde cuidar en común la salud de la gente y del planeta. Para que sea posible, sin embargo, habrá que impulsar un cambio cualitativo en los mapas de la gobernanza. Una cartografía institucional con más poder en el territorio: allí donde las cosas pasan, allí donde late la inteligencia colectiva para abordarlas. Esto significa más municipalismo, sí; y también el reconocimiento de otras escalas de proximidad (los barrios en la metrópoli; los pueblos en las mancomunidades). La idea radica en el argumento redistributivo. La metrópoli y los mecanismos de cooperación intermunicipal se convierten en el ámbito posible de construcción de justicia socioespacial.

			Sexta grieta. El fortalecimiento de lógicas de proximidad debe vincularse a la multigobernanza en diferentes escalas territoriales. No se trata de reproducir viejos esquemas jerárquicos, sino de articular escenarios de soberanías libremente compartidas, con relaciones de interdependencia y horizontalidad para abordar problemas, gestionar conflictos y construir acuerdos. En este contexto, el estado-nación debe perder centralidad política y simbólica. Buena parte de los retos emergentes, de la emergencia climática al crimen organizado pasando por la pandemia, requieren un salto de escala hacia ámbitos supranacionales. Y es aquí, en este mundo global y del riesgo, donde toca dar la batalla por Europa. Por una UE con más capacidades de gobierno y elaboración de políticas frente a los estados y sus reticencias anacrónicas a ceder más poder; por una UE plenamente democrática que hace girar su integración en torno a los derechos civiles, sociales y políticos; por una UE que actúa como sujeto político en la escena internacional y trabaja de forma cooperativa y horizontal en todos los ámbitos de proximidad.

			
LOS CONTENIDOS DEL LIBRO

			Es objeto de este último apartado mostrar a la persona lectora los contenidos del libro que tiene por delante. Abrir el apetito para invitar a devorar la visión de académicos y profesionales que desde hace años investigan y reflexionan sobre las distintas temáticas que queríamos tratar. Por medio de los dieciocho textos que se presentan a continuación se pretende transitar dos caminos distintos pero complementarios. En primer lugar, caracterizar el campo de juego que emerge hoy a partir de las grandes transiciones sociales en marcha. Llevar a cabo un ejercicio de diagnóstico sobre las nuevas realidades en un mundo cambiante. En segundo lugar, dibujar una agenda de nuevas estrategias y políticas públicas que —en cada uno de los campos emergentes— pueden operar como palancas de reconstrucción de ciudadanía social. Propuestas para explorar un futuro más libre, justo y fraterno.

			De esta manera, el libro se presenta como un espacio para ensayar reflexiones y miradas estratégicas sobre transiciones sociales e innovación en políticas partiendo de las trayectorias de investigación de cada autor y autora. Estas provienen de campos disciplinarios diversos, de prácticas profesionales dispares, y es justamente en esta pluralidad donde buscamos explorar una mirada integral a los cambios y desafíos de este siglo XXI. Un ejercicio que se sitúa entre la abstracción y la empíria: una mirada estratégica que parta de la materialidad concreta de los cambios acontecidos. Lo reconocemos: un ejercicio nada fácil. Una aventura a la que se han apuntado más de una veintena de personas intentando combinar conocimiento experto con imaginación para la agencia.

			El primer bloque se ha titulado «Vidas en transición» y con él se pretende abrir el abanico de los cambios en proceso. Así, en relación con las transiciones socioeconómicas se presentan dos textos. Luis Ayala Cañón y Jesús Ruiz-Huerta proponen identificar los procesos de vulnerabilidad económica relacionados con la desigualdad y valorar sus consecuencias sobre el bienestar social. Analizan la creciente vulnerabilidad económica de la sociedad española y señalan nuevos perfiles en riesgo de pobreza. También reflexionan sobre la limitada contribución de la intervención pública a la reducción de esos factores de vulnerabilidad. Joan Subirats habla sobre la dimensión tecnológica del cambio de época. El conjunto de impactos alteran la distribución de poder en la sociedad. Partiendo de esta idea el autor plantea la necesidad de politizar la transformación para dotarla de procesos que permitan empoderar a las personas, reforzar el protagonismo colectivo y profundizar la democracia.

			Sobre transiciones socioculturales se adjuntan también un par de trabajos. Maria Freixanet reflexiona alrededor de las relaciones de género, afectivas y nuevas cotidianidades. Analiza algunos de los focos de cambio que se vienen operando en los últimos tiempos vinculados con la explosión de diversidades y libertades en las relaciones afectivas y sexuales y en los vínculos y pactos familiares, la no-tolerancia con las violencias machistas, o la rotura del género, los binarismos y las identidades estancas de género. Por su parte Gemma Pinyol-Jiménez profundiza en las dinámicas migratorias en el contexto actual, en el que los movimientos migratorios se explican por razones múltiples e interrelacionadas. Estas suponen un reflejo de los grandes retos del mundo global, desde los desequilibrios económicos y las desigualdades, pasando por las situaciones de violencia, conflicto o vulneraciones de derechos hasta la degradación medioambiental o la búsqueda de nuevas expectativas de vida.

			Tres capítulos se pueden leer sobre las transiciones socioecológicas en proceso. Samuel Martín-Sosa reflexiona alrededor de la producción social de riesgos ecológicos y, en concreto, de la crisis climática. Según el autor queda un margen cada vez más estrecho para una reacción social efectiva frente a la crisis ecológica. Y esta debería contar con el respaldo de la ciencia, la acción contenciosa y nuevos marcos simbólicos que encuentren un equilibrio entre las necesidades básicas a cubrir y los límites planetarios. La aportación de Carlos Mascarell versa sobre globalización y era urbana. Según su punto de vista los procesos de gentrificación y segregación residencial constituyen uno de los grandes desafíos de las ciudades en la actualidad. Se deben atajar no solo en aras de una mayor cohesión y calidad de vida, sino para avanzar hacia una (re)construcción posible de la ciudadanía social. Luis Camarero y Andrés Pedreño hablan del fenómeno de la despoblación, las geografías de la periferia y su connexión con novedosos procesos de globalización. El texto también ahonda sobre las estrategias que se abordan desde los lugares rurales en dirección a la reconstrucción de la ciudadanía.

			Finalmente este bloque se cierra con las transiciones sociopolíticas. El capítulo escrito por Salvador Martí, Guiomar Rovira y Pedro Ibarra reflexiona en dos direcciones. Por un lado analiza la transformación profunda del contexto en que actúan los actores, que parte del impacto de la gran crisis de 2008 y de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación. Por otro la transformación de los mismos actores políticos colectivos, donde los partidos y los políticos profesionales han cedido espacio e interactúan en una lógica de horizontalidad con otros actores. El texto de Carolina Plaza-Colondro transita más allá de las ideologías tradicionales. Esta aportación busca comprender cómo se inserta el populismo en la competición electoral, identifica las diferencias sustanciales entre las narrativas de los diferentes actores populistas en torno a la concepción del pueblo, así como analiza en qué forma las narrativas emergentes, las visiones políticas y éticas y los marcos interpretativos de los nuevos actores están mediadas por las ideología tradicionales.

			El segundo bloque toma el nombre de «(Re)construir ciudadanía social» y es dónde se apuntan alternativas posibles de emancipación. Bajo el objetivo de forjar igualdad se contemplan dos aportaciones. Borja Barragué desarrolla un recorrido alrededor del debate académico sobre la desigualdad. Ahora bien, el autor afirma que muchos de estos estudios han tendido a orillar la discusión sobre las medidas para tratar de revertir esa tendencia. Por ese motivo el objeto central del texto es centrarse en el análisis de las estrategias de predistribución. Sara Moreno habla de la justicia de género indagando sobre las agendas feministas y LGTBI. La autora apunta los principales retos para contribuir a forjar nuevos espacios de ciudadanía, enfatizando la necesidad de incorporar aspectos relativos al reconocimiento, la redistribución y la representación.

			Bajo el epígrafe de reconocer diferencias se presentan dos textos. El capítulo de Ricard Zapata versa sobre la gestión de la diversidad. El autor discute sobre la importancia de tener en cuenta el entorno del espacio público en el momento de enfocar la gestión de la diversidad, y la forma en cómo la ciudadanía intercultural se acerca a la tradición de la ciudadanía republicana. Marc Martí y Natalia Rosetti refexionan sobre la construcción de ciudadanía a lo largo de la vida. Discuten los principales conceptos relacionados con las estrategias e intervenciones públicas vinculadas al envejecimiento. En un contexto que reclama un replanteamiento profundo de las políticas públicas, emergen experiencias y estrategias, especialmente a escala local, que aportan nuevas miradas y prácticas innovadoras.

			Generar autonomía es el otro objetivo alrededor del que giran dos textos. Jose Noguera avanza en la idea de construcción de la libertad real a partir de la propuesta de la renta básica. El autor apunta que los planteamientos que intentan trasladar la Renta Básica (RB) de la teoría a la práctica suelen enfrentarse típicamente a un trilema: pureza, urgencia y suficiencia. Se presentan algunas posibilidades de «segundas mejores opciones». Asímismo, se consideran algunas propuestas limítrofes y pasos intermedios hacia una RB. Joan Herrera indaga en la construcción de sostenibilidad: una agenda ecológica del bienestar. El capítulo plantea la necesidad de transitar del reto moral del cambio climático a la oportunidad económica, política y democrática de la transición energética. A su vez, la transición energética permite una estrategia de reapoderamiento de la economía.

			Finalmente en articular vínculos se presentan los tres últimos textos. Xavier Godàs profundiza en la necesidad de construir inclusión a través de redes de acción para hacer frente a vulnerabilidades y exclusiones. Estas redes constituyen un espacio de coordinación y concertación que vincula a diferentes organizaciones, colectivos y personas en procesos de movilización. En concreto el autor ejemplifica su aportación con experiencias de acción en el campo de las personas sin hogar y en el caso de las personas con diversidad funcional. Construir fraternidad a través de los cuidados y de una agenda comunitaria del bienestar es el tema que explora Fernando Fantova. En un contexto de transiciones que suponen un notable incremento de la diversidad generacional, funcional y familiar, la interacción cotidiana de las personas adquiere el estatuto de gran bien a proteger y promover para garantizar la plena ciudadanía social y nos coloca ante el reto de unos servicios sociales, una acción comunitaria y, en general, una atención integrada para el bienestar. Jordi Bonet reflexiona sobre el hecho de construir gobernanza participativa. En su texto apunta que los gobiernos tradicionales están obligados a reinventarse para hacer frente a la creciente complejidad de los problemas sociales, responder a la diversificación de las necesidades y a las demandas de una ciudadanía más vigilante y exigente con los poderes públicos.
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VIDAS EN TRANSICIÓN

		

	
		
			CAPÍTULO I

			
LAS TRANSICIONES SOCIOECONÓMICAS

			
1. VIDAS FRÁGILES Y LAS MÚLTIPLES DIMENSIONES DE LA DESIGUALDAD

			LUIS AYALA CAÑÓN, JESÚS RUIZ-HUERTA

			
1.1. EL CRECIMIENTO DE LA DESIGUALDAD: DETERMINANTES Y EFECTOS SOCIALES


			Como muestran diferentes informes de las principales instituciones internacionales (OCDE, 2016; FMI, 2017), a la vez que la desigualdad global se ha ido reduciendo por la pujanza del crecimiento económico en países como China o India, en los países de renta alta, con distinta intensidad y en distintos momentos del tiempo, las diferencias económicas entre los hogares han ido aumentando desde los años ochenta1.

			La percepción de que la desigualdad ha llegado a alcanzar niveles elevados en muchos países respecto a los que pudo tener en la edad dorada de los Estados de Bienestar ha provocado un creciente interés en el debate público, desbordando el ámbito académico y con una presencia cada vez mayor en la agenda política y la atención mediática. Tal vez los aspectos más relevantes de ese debate son el alcance de la desigualdad y sus posibles efectos. Frente a las posturas «negacionistas» de la desigualdad2, la evidencia comparada deja poco margen para la duda respecto al primer aspecto. Tal como muestra el Gráfico 1, en todos los países de renta alta la desigualdad es hoy mayor que la que había a principios de los años ochenta.

			GRÁFICO 1. Evolución de la desigualdad en países de la OCDE (Índice de Gini)
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			FUENTE: Elaboración propia a partir de datos del Luxembourg Income Study y Encuesta de Presupuestos Familiares (INE).

			Según numerosos estudios, la principal razón de la tendencia al alza de la desigualdad en los países de renta alta es el propio crecimiento de la desigualdad en las rentas primarias, que son aquellas que se generan en los mercados antes de la intervención pública a través del sistema de impuestos y prestaciones. En casi todos los países han crecido las diferencias entre los trabajadores con mayor y menor cualificación, a la vez que ha aumentado la desigualdad de las rentas del capital, con un peso creciente en la explicación de la desigualdad. Por otro lado, como ha mostrado Piketty en sus trabajos sobre la evolución de la riqueza a lo largo del tiempo, en la mayoría de los países de renta alta las rentas de capital y la riqueza acumulada han ido concentrándose progresivamente. El aumento de la desigualdad en la distribución de las rentas de capital es, de hecho, mayor que el crecimiento de la desigualdad salarial y su papel es cada vez más importante en la renta total de los hogares (Milanovic, 2017; Bengtsson y Waldenström, 2018).

			Los avances en la globalización de la economía, al menos hasta la crisis actual, han dado lugar a un incremento continuado de las importaciones de productos de países de salarios bajos que, junto a la creciente difusión del cambio tecnológico, han provocado en la mayoría de los países de renta alta un cambio estructural en la demanda de trabajo, sesgado hacia los trabajadores más cualificados, que ha ido dando lugar a un aumento de la brecha entre los trabajadores mejor y peor remunerados.

			En la ampliación de esa brecha ha tenido también un papel relevante la progresiva introducción en todos los países de medidas para flexibilizar el mercado de trabajo, con consecuencias adversas en la remuneración y la protección de los trabajadores más vulnerables. Esta pérdida de peso de las instituciones del mercado laboral ha estado inducida también por la propia presión ejercida por los procesos que se acaban de citar. Hace una década, la OCDE (2011) advertía que el impacto de la globalización sobre la desigualdad salarial era más directo en los países con una escasa regulación protectora del empleo. Desde los años ochenta, la mayoría de los países de renta alta introdujeron cambios en la regulación para reducir la supuesta rigidez del mercado laboral, que afectaron a la mayoría de las variables más determinantes de la desigualdad salarial en este ámbito, como la rebaja del poder de los sindicatos, la progresiva erosión de la relación entre el salario mínimo y el salario medio o la reducción de los costes de despido.

			Todas esas reformas apuntan en una misma dirección de cambios en el equilibrio de poder de los agentes sociales. En este sentido, tal como apuntó Atkinson (2015), el aumento de la desigualdad registrado en las últimas décadas guarda una estrecha relación con esa transformación. Si este diagnóstico es correcto, las medidas para reducir la desigualdad sólo podrán tener éxito mediante un reequilibrio en esa distribución. La pérdida de peso de los sindicatos, por ejemplo, tiene mucho que ver con la intervención de factores políticos. O en el ámbito de la producción, el reconocimiento de que existe ese desequilibrio de poder, con mercados poco competitivos, abre la puerta a conectar la distribución de la renta no sólo con los mercados de trabajo y capital sino con los de productos y con la mayor capacidad de actuación de algunos agentes económicos en la determinación de precios y beneficios.

			La mayoría de los estudiosos de la desigualdad subrayan, de hecho, la importancia de las instituciones nacionales para modular ese poder. En países similares en sus características económicas, incluso contiguos geográficamente, la desigualdad tiene un alcance distinto3. Esas instituciones, como las modalidades de los contratos de trabajo, los sistemas de determinación salarial y la jornada laboral o la negociación colectiva, contribuyen claramente a moldear la forma de la distribución de las rentas de mercado.

			Por otra parte, las políticas públicas nacionales son también fundamentales para contener el aumento de la desigualdad en esa distribución de las rentas primarias. La desigualdad en los países ricos no solo ha aumentado en lo que se refiere a la distribución de las rentas primarias, sino también en la que resulta tras la intervención del sector público a través del sistema de impuestos y prestaciones monetarias. Aunque se mantiene todavía una importante capacidad de la intervención estatal para reducir las desigualdades de los mercados, la dificultad del sector público para compensar esa tendencia desigualadora es cada vez mayor y su capacidad redistributiva, más limitada. Los cambios en la distribución salarial, además, no son el único condicionante de la distribución de la renta entre los hogares antes de la intervención del sector público. Factores sociodemográficos, como el envejecimiento de la población, los cambios en el tamaño y la estructura de los hogares, el crecimiento del papel de las mujeres en los mercados de trabajo o el aumento de los flujos de población inmigrante, también pueden ser determinantes de una mayor o menor desigualdad y pueden ser a su vez potenciados o restringidos por la intervención pública.

			Ante la pregunta de la magnitud real del aumento de la desigualdad, cabe concluir, en cualquier caso, que su crecimiento en el largo plazo es una realidad generalizada en los países de renta alta, si bien su alcance depende de las características propias de cada sociedad y del tamaño y diseño de sus políticas públicas.

			Tampoco deberían ser grandes las dudas sobre la segunda pregunta mencionada inicialmente sobre cuáles son los efectos reales de la desigualdad sobre las diferentes dimensiones que definen el bienestar de una sociedad, pese a la polarización de las posiciones sobre la atención que debe prestarse a esta tendencia. Las más liberales enfatizan, como se decía anteriormente, el carácter natural de una parte importante de la desigualdad, cuyo origen es el funcionamiento libre de los mercados, siendo las diferencias en las remuneraciones el resultado natural de las propias diferencias en la productividad individual. Para algunos, incluso, la preocupación por la desigualdad y su corrección es dañina. El premio Nobel Robert Lucas (2004) afirmó que «el potencial para mejorar las vidas de los pobres a través de la distribución de la producción actual es insignificante en comparación con la aparentemente ilimitada capacidad que tiene el aumento de la producción».

			La evidencia es cada vez mayor, sin embargo, sobre los efectos negativos que tiene el mantenimiento prolongado de niveles altos de desigualdad. En las sociedades en las que la desigualdad es mayor se reduce la cohesión social y aumenta la probabilidad de conflictos. Pueden ser caldo de cultivo, incluso, de revueltas sociales, como las ocurridas en Chile en 2019-20 o el Black Lives Matter de Estados Unidos, donde la cuestión de la desigualdad hizo de multiplicador de la problemática social, pese a que los detonantes fueran eventos específicos.

			Cuando el problema de la desigualdad alcanza una determinada magnitud, se produce también un deterioro de la calidad de las instituciones y de la propia democracia (Acemoglu et al., 2015). En contra de las hipótesis tradicionales en la teoría política de que la democracia debería favorecer las políticas redistributivas y reducir así la desigualdad, cada vez es mayor la evidencia que apunta a que la fragmentación social termina generando una progresiva erosión de la calidad democrática.

			Tal vez el ejemplo más directo sea el de la relación de los sectores más vulnerables de la población con el proceso político. Todos los países de nuestro entorno utilizan la democracia representativa como vía para ordenar y decidir las alternativas de intervención pública, gracias a la sencillez de la votación mayoritaria y a la posibilidad de que participen todos los ciudadanos. Se puede, por tanto, comprender la democracia como un sistema de agregación de las preferencias sociales. Los hogares más excluidos, sin embargo, se han ido alejando de los procesos electorales, lo que pone en cuestión la validez de la democracia para integrar las preferencias de todos los ciudadanos. En el caso de España, en todas las ciudades es posible encontrar una gran brecha entre la participación electoral que se observa en las zonas de mayor renta y en las más pobres. Mientras que en calles del Polígono Sur en Sevilla la participación no llega al 14%, en el barrio de Nervión votan cerca de nueve de cada diez electores. En Madrid, apenas lo hace uno de cada diez ciudadanos en la sección electoral del Vertedero de Valdemingómez, frente al 85% en secciones del barrio de Salamanca.

			El VIII Informe FOESSA (Fernández Maíllo, 2019) muestra que la correlación entre la exclusión social y la abstención creció en casi todas las ciudades durante la última década. La crisis amplió el denominado «precariado político», formado en buena medida por los expulsados de los trabajos tradicionales. El resultado es un mayor peso de otros estratos sociales en los procesos electorales, ampliándose así la brecha entre los ciudadanos, no sólo en términos de renta sino también en el plano político. El crecimiento del número de hogares excluidos supone, por tanto, para cualquier sociedad una importante caída potencial de la calidad de su democracia. Si los ciudadanos que más necesitan que los decisores públicos les presten atención no votan, sus preferencias dejan de entrar en el sistema. Y si se tiene menos en cuenta una proporción creciente de preferencias sociales, las imperfecciones de la democracia como regla de toma de decisiones serán cada vez mayores.

			Finalmente, niveles altos de desigualdad pueden producir también importantes limitaciones en la eficiencia económica de un país. Frente a la visión tradicional de la necesidad de que los niveles de producción de un país fueran altos para poder desarrollar políticas redistributivas ambiciosas y correctoras de la desigualdad de las rentas primarias, el signo de la evidencia sobre una correlación negativa entre redistribución y crecimiento económico se ha ido diluyendo. Niveles elevados de desigualdad apartan del consumo a capas crecientes de la sociedad, afectando a la demanda agregada y generando otros problemas macroeconómicos.

			Hasta las instituciones poco sospechosas de heterodoxia económica, como el Fondo Monetario Internacional (Ostry et al., 2014; FMI, 2017), han pasado a reconocer que la desigualdad puede erosionar la cohesión social, causar inestabilidad y polarización política y económica, lo que reduce la inversión y rebaja el consenso social necesario para moderar los efectos de posibles shocks macroeconómicos adversos, limitando, por tanto, el ritmo y la duración del crecimiento económico.

			
1.2. DESIGUALDAD Y CRECIMIENTO ECONÓMICO EN ESPAÑA: MAREAS DE POCO ARRASTRE


			Las cifras de la desigualdad en España presentan características propias en el contexto comparado. Un primer rasgo distintivo es la elevada magnitud del problema, al ser actualmente uno de los cinco países de la UE 28 donde el indicador estándar presenta los mayores valores. Si se toma como referencia temporal el promedio de los cuatro últimos años, sólo en Lituania, Rumanía, Letonia y Bulgaria la desigualdad es mayor. Se trata, como es sabido, de países muy diferentes económicamente de España, donde el PIB per cápita en paridades de poder adquisitivo era en 2019 un 91% del promedio de la Unión Europea, a una distancia considerable de Lituania (81%), Rumanía (69%), Letonia (69%) o Bulgaria (53%). La capacidad económica de España contrasta con la de los países con los que ocupa las primeras posiciones del ranking de desigualdad y no parece suponer una garantía para la consecución de mayores niveles de equidad en la sociedad.

			Esta aparente incapacidad del crecimiento económico para reducir la desigualdad contrasta con los estereotipos con los que a menudo se contempla el problema de las diferencias de renta y la necesaria respuesta a las situaciones de vulnerabilidad económica. Muchos analistas y decisores públicos ponen el foco, habitualmente, en el ciclo económico y en las tendencias del desempleo como principal factor determinante de la desigualdad. Las dificultades estructurales de la economía española para crear empleo sustentan parte de esta interpretación, pero resultan insuficientes como explicación cabal de por qué en España los indicadores de desigualdad son tan elevados respecto a los países con una capacidad económica similar. Podría decirse, en este sentido, que la creación de empleo es una condición necesaria para la reducción de la desigualdad, pero no suficiente, y que las etapas económicas expansivas no garantizan, con carácter automático, que la desigualdad disminuya.

			GRÁFICO 2. La desigualdad en los países de la Unión Europea, media 2015-2018 (Índice de Gini)
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			FUENTE: Elaboración propia a partir de EUSILC.

			Algunos especialistas afirman, de hecho, que la relación entre los ciclos económicos y la desigualdad en España no es lineal, sino más bien asimétrica, con aumentos rápidos de esta en las fases de desaceleración y reducciones mucho menos significativas en las etapas expansivas. Tal asimetría puede producir que los aumentos transitorios de la desigualdad acaben convirtiéndose en estructurales.

			A tal conclusión se llega al revisar lo sucedido en los últimos veinticinco años. Tras una breve pero intensa crisis entre 1992 y 1994, la economía española creció durante trece años a un ritmo muy superior al del promedio de la Unión Europea, asociado, además, a una creación de empleo muy intensa. Es importante recordar que en el segundo trimestre de 2007 la tasa de desempleo en España fue un 8%, muy parecida a la de Francia (7,5%) e inferior a la de Alemania (8,7%). La gran pregunta es cómo durante ese recorrido desde una tasa de paro del 22% a otra que era casi un tercio de su valor inicial la desigualdad prácticamente no disminuyó. Resulta paradójico que en el mayor período de expansión de los últimos treinta años las diferencias de renta entre los hogares españoles apenas se alteraron. La resistencia a la baja de la desigualdad cuestiona el habitual recetario de la creación de empleo como la vía más inmediata para su reducción. El empleo es, sin duda alguna, fundamental, pero la pregunta clave es qué tipo de empleo. ¿Los empleos temporales mal pagados e inestables? ¿Los contratos asociados a una excesiva rotación de los trabajadores? La precariedad derivada del abuso de la contratación laboral afecta a muchos trabajadores, especialmente jóvenes y poco cualificados. Ni el currículum ni la experiencia son cruciales cuando la precarización ya está instaurada en la base del sistema laboral, y mucho menos cuando se abre una nueva crisis económica. La fragilidad laboral implica vulnerabilidad social.

			Esto no significa, en ningún caso, que el desempleo no sea una variable relevante en el aumento de la desigualdad y de la vulnerabilidad de muchos hogares. El drástico cambio de ciclo que se registró desde finales de 2007 tuvo consecuencias claramente adversas sobre los hogares con menos recursos. La evolución de la renta en España fue claramente regresiva, con caídas muy superiores al resto en la parte baja de la distribución y crecimientos más altos que la media en los percentiles superiores. España fue, de hecho, el país de la Unión Europea en el que mayor fue la distancia entre la evolución de las rentas del 10% más rico y del 10% más pobre durante la crisis.

			En la etapa de recuperación que siguió a la crisis y que se prolongó hasta el inicio de la pandemia, el crecimiento del empleo, también muy importante como muestra el descenso de la tasa de paro desde el máximo del 27% en 2013 al 13% en los primeros meses de 2020, no dio origen a una reducción significativa de las diferencias de renta. La reactivación de la economía se saldó con un descenso muy modesto de los principales indicadores de desigualdad.

			Esta asimetría entre la resistencia a la baja de la desigualdad en las expansiones y su rápido crecimiento en las recesiones es una de las claves más relevantes para explicar la magnitud del problema en España. Cuando se activa la creación de empleo, el predominio de la contratación temporal y de los salarios bajos y la alta incidencia del subempleo y la insuficiencia del número de horas trabajadas hacen que sea muy difícil que la desigualdad se reduzca. En las etapas recesivas, los hogares que habían sido arrastrados por esas mareas altas ven caer sus oportunidades de empleo y sus ingresos muy rápidamente.

			Lo que subyace en el fondo es un modelo de distribución de los recursos que deja a una parte importante de la sociedad en situación de vulnerabilidad, incluso en los momentos de mayor crecimiento económico. Es el mismo modelo distributivo que había antes de la crisis de 2008, durante la crisis, en la recuperación anterior a la COVID-19 y con el que nos hemos enfrentado a la pandemia. Es un modelo que se caracteriza por altos niveles de vulnerabilidad, una gran inestabilidad de las rentas de los hogares en la parte baja de la distribución y la debilidad del sistema de protección social. En épocas de bonanza, tales características dificultan la reducción de la desigualdad y la pobreza, aunque ambos fenómenos no crecen sustancialmente por la propia onda expansiva, con un segmento importante de población cuyas rentas se elevan ligeramente por encima del umbral de pobreza. En épocas recesivas, en las que se pierde esa capacidad de arrastre, la vulnerabilidad se transforma en un rápido incremento de la desigualdad, la pobreza y la exclusión social.

			
1.3. VULNERABILIDAD ECONÓMICA Y POBREZA4


			Como se acaba de señalar, las características singulares del modelo de distribución de los recursos hacen que sectores amplios de la población se sitúen en las zonas fronterizas de la vulnerabilidad. En la mayoría de los países de la Unión Europea, la incidencia de la pobreza monetaria ha pasado a ser considerada como uno de los criterios más habituales para conocer la vulnerabilidad económica de los hogares. El mantenimiento en un país de niveles altos de pobreza supone la privación para una parte importante de la población del acceso a las oportunidades económicas y sociales y un factor limitativo de sus posibilidades de desarrollo en los distintos ámbitos sociales.

			La pobreza en las sociedades ricas es el resultado de diferentes procesos estructurales, que guardan una estrecha relación con el empleo y los salarios y con la fortaleza de las redes de protección social. Que un país disfrute de un alto nivel de renta no significa, por tanto, que la probabilidad de entrar en tal situación sea menor que en otros, como muestran algunos ejemplos característicos, como Estados Unidos. La experiencia española de las últimas décadas muestra, de nuevo, la insuficiencia del crecimiento económico para conseguir reducir la pobreza. Tal como se acaba de describir en relación con la desigualdad, la tasa de pobreza prácticamente no se redujo durante el período de crecimiento económico anterior a la crisis de 2008, mientras que creció sensiblemente durante su desarrollo. Su extensión y características son el resultado de factores estructurales que van más allá de la sucesión de etapas económicas de distinto signo. Las características del mercado de trabajo, con altos niveles de precariedad y un fuerte dualismo, la profundidad de los cambios demográficos y la debilidad de las políticas redistributivas han dado lugar a niveles de pobreza tradicionalmente superiores a los de los países de nuestro entorno, incluidos algunos de menor renta.

			Los indicadores de pobreza relativa o riesgo de pobreza, que son los utilizados de manera oficial por las instituciones europeas, ubican a España en las primeras posiciones del ranking. Como en el caso de la desigualdad, la evidencia conocida señala una tendencia prolongada de reducción de estos indicadores desde el primer tercio de la década de los setenta hasta al menos 1990. El momento de mayor reducción tuvo lugar durante la segunda mitad de los años ochenta, al amparo del ciclo expansivo impulsado por las expectativas de crecimiento que implicaba la integración en la Comunidad Europea y el saneamiento de algunos sectores productivos. El resultado fue una importante reducción de la tasa de desempleo, aunque sin bajar del 15%. En ese mismo período se registró un significativo aumento del gasto social, con el desarrollo, entre otras políticas, de nuevas prestaciones de garantía de ingresos, que afectaron positivamente a la población más vulnerable.

			GRÁFICO 3. Evolución de la tasa de pobreza
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			FUENTE: Elaboración propia a partir de Encuesta Continua de Presupuestos Familiares (ECPF) y Encuesta de Condiciones de Vida (ECV), INE.

			En la prolongada etapa de expansión económica anterior a la crisis de 2008, a pesar de la ya señalada intensa creación de empleo, la evolución de la tasa de pobreza se caracterizó por una clara estabilidad (Gráfico 3), manteniéndose las tasas en torno al 19-20% de la población. Las características del empleo creado, con salarios bajos y elevada temporalidad para un importante segmento de trabajadores, limitaron el posible efecto positivo del aumento de la ocupación. De esta forma, la tasa, que había sido impulsada al alza por la recesión de los primeros años noventa no pudo ser rebajada, a pesar de las altas tasas de crecimiento económico. El hecho de que la pobreza apenas se modificara, cuestiona de manera clara las generalizaciones que relacionan, con carácter lineal, la recuperación de la actividad económica y la creación de empleo con la reducción de su incidencia.

			Con el cierre de la etapa de expansión económica y el rápido crecimiento de la tasa de desempleo desde 2008, a lo que se añadió el efecto negativo de unas políticas de ajuste que afectaron negativamente a los hogares con menores recursos, los problemas de insuficiencia de los ingresos de los hogares aumentaron. La tendencia fue de aumento del riesgo de pobreza al menos hasta el año 2015. A pesar de que cada vez era más restrictivo el criterio para delimitar las situaciones de pobreza —umbrales más bajos debido a la caída general de las rentas de los hogares— los porcentajes de población en tal situación no dejaron de aumentar. Especialmente preocupante fue el crecimiento de la pobreza severa —hogares con ingresos inferiores al 30% de la mediana de la renta por adulto equivalente— que alcanzaría los valores máximos de las últimas décadas (más del 7%).

			Una vez más, la recuperación del empleo no tuvo un efecto inmediato sobre los indicadores de pobreza. Cuando estalló la pandemia, la tasa estaba todavía dos puntos por encima de su valor más bajo antes de la crisis de 2008. Esta resistencia a la baja está relacionada, entre otros factores, como se señaló, con el predominio de las formas de contratación temporales ligadas a salarios bajos, y, especialmente, con el subempleo y la insuficiencia del número de horas trabajadas.

			Detrás de esos cambios en las cifras de pobreza se ocultan algunas variaciones relevantes en sus perfiles. Las grandes transformaciones sociales de las últimas décadas, como el progresivo proceso de envejecimiento de la población, la llegada de inmigración pese a la contención de los flujos durante el período de crisis, las modificaciones en la estructura de hogares y los cambios en el mercado de trabajo han afectado al riesgo relativo de las distintas categorías de población.

			Aun siendo difícil la elaboración de un cuadro homogéneo de los perfiles de la pobreza en momentos del tiempo muy distintos, y con cambios importantes en las fuentes de datos, es posible una aproximación general a partir de la incidencia relativa de la pobreza en cada modalidad de hogar. En las últimas cuatro décadas se ha ido produciendo una moderación del diferencial en el riesgo de pobreza de los hogares cuyo sustentador principal es una mujer, si bien esa mejora parece haber tocado un cierto techo, dada la estabilidad de las cifras en los últimos años. Los cambios son más relevantes en los perfiles de la pobreza por edad. Los jóvenes han pasado a ser uno de los colectivos más vulnerables. La magnitud del desempleo juvenil, las dificultades para la entrada en el mercado de trabajo con un salario digno y el deterioro de la relación entre los precios de la vivienda y los salarios iniciales han ampliado su riesgo. La inestabilidad laboral, además, ha hecho que una proporción creciente de los jóvenes permanezca en el hogar de sus padres hasta edades relativamente elevadas.

			En el extremo opuesto destaca la indudable mejora de las personas mayores, gracias a la universalización de las pensiones. Los problemas de reducida intensidad protectora de algunas pensiones, como las de viudedad, o la intermitencia de los historiales laborales en algunos colectivos, aunque persisten, se han ido corrigiendo en el tiempo. Los datos dejan pocas dudas de lo que puede considerarse uno de los principales cambios estructurales en el patrón de pobreza en España, al pasar las personas mayores de ser el grupo de edad con mayor riesgo de pobreza a transformarse en el que se sitúa en mejor posición respecto a la media.

			GRÁFICO 4. Evolución de la tasa de pobreza por grupos de edad, 2008-2018
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			FUENTE: Elaboración propia a partir de Encuesta de Condiciones de Vida (INE).

			Significativos han sido también los cambios en el riesgo de pobreza según el tamaño y el tipo de hogar. Del perfil tradicional en forma de U, con tasas muy superiores a la media en los hogares de tamaños extremos, se ha pasado a otro casi linealmente creciente, con indicadores mucho mayores en los hogares de mayor dimensión. En esa transformación influye tanto la citada reducción de los problemas de insuficiencia de los ingresos de las personas mayores, como el riesgo creciente y más serio de los hogares con niños, especialmente los monoparentales y las familias numerosas. Este último es, sin duda, uno de los rasgos más limitativos del desarrollo social en España en las últimas décadas, que llena de incertidumbre la futura evolución de la sociedad. La creciente fragmentación social de la infancia y las consecuencias adversas de las situaciones de pobreza infantil sobre diversas dimensiones del bienestar futuro son, sin duda, factores de riesgo de pobreza en el largo plazo y una pérdida de bienestar social.

			Los cambios en los perfiles de la pobreza según las características formativas y laborales revelan también algunas modificaciones respecto al patrón tradicional. Los resultados disponibles, a partir de distintas fuentes, siguen confirmando la relación inversa entre nivel educativo y riesgo de pobreza, aunque con un deterioro progresivo de la tradicional equivalencia entre tener un título universitario y evitar la pobreza. Las deficiencias del sistema universitario, los límites del mercado de trabajo para absorber determinados perfiles profesionales, así como la marcada caída de la prima salarial de los titulados, son factores limitativos de la capacidad de la educación superior para mejorar el bienestar. A los factores anteriores habría que sumar los problemas generales del sistema educativo y en especial de la formación profesional y, más específicamente, las carencias y limitaciones de formación en nuevas tecnologías, que ponen de manifiesto la falta de adaptación de nuestro sistema educativo para cubrir los nuevos empleos generados al calor del cambio tecnológico.

			La asociación entre el desempleo de la persona principal del hogar y la pobreza sigue siendo muy estrecha, incluso con independencia de los cambios de ciclo. Como principal novedad respecto al patrón tradicional, hay que destacar que la extensión del trabajo de bajos salarios condena a la pobreza a amplios sectores de la población, sin que el acceso al empleo suponga una garantía inequívoca de ingresos suficientes. La generalización de formas precarias de empleo, con remuneraciones muy bajas de un importante segmento de trabajadores, y la reducción de los ingresos de los trabajadores con baja cualificación, han dado lugar a que en una proporción elevada de hogares las remuneraciones del trabajo sean insuficientes para atender las cargas familiares. Con una tasa de pobreza de los trabajadores empleados a tiempo completo superior al 13%, España es hoy uno de los tres países de la Unión Europea donde mayor es la incidencia de este problema.

			Una última dimensión es la territorial. Los cambios en las últimas décadas en la estructura productiva, que han afectado desigualmente a las Comunidades Autónomas, el desigual envejecimiento de la población y, también, la cesión a los gobiernos territoriales de competencias claves para garantizar el bienestar social, han incidido en la distribución del riesgo de pobreza por territorios. Se mantiene, sin embargo, una relativa estabilidad en ese perfil territorial. La tradicional concentración de la pobreza en determinadas regiones —Extremadura, Canarias, Andalucía y Castilla-La Mancha— no se ha modificado sustancialmente desde los años ochenta y las comunidades que estaban por debajo de la media hace cuarenta años siguen estándolo, en general, en la actualidad.

			Esta breve descripción oculta, sin embargo, algunos matices importantes. El primero es, que en las CC.AA. donde el envejecimiento ha sido mayor, el riesgo de pobreza se ha ido reduciendo, pasando su incidencia de ser superior a la del conjunto del país —Galicia, Asturias y Castilla-León— a lograr tasas inferiores a la media. Por otro lado, algunas de las CC.AA. con mayor renta per cápita —Madrid, Cataluña y Baleares—, aunque siguen teniendo tasas de pobreza relativamente bajas, han registrado en el largo plazo un mayor crecimiento de estos indicadores. En aquellas donde el problema es menor, como el País Vasco y, sobre todo, Navarra, se ha ido ampliando todavía más la distancia respecto a la media nacional. No parece ajeno a ello la menor incidencia del problema del desempleo en dichas comunidades, ni su mayor inversión en programas de bienestar social.

			
1.4. EL ESTRECHAMIENTO DE LAS CLASES MEDIAS


			El aumento de la desigualdad en los países ricos no solo se manifiesta en el crecimiento de las situaciones de riesgo de pobreza, tal como se relataba en la sección anterior, sino también en el empeoramiento relativo de las llamadas clases medias. Pese a que la crisis de 2008 golpeó especialmente a las rentas más bajas, buena parte del debate sobre el proceso distributivo se ha ido centrando en la hipotética disminución de los estratos medios de renta. El aumento de la polarización social supondría el crecimiento paralelo de nuevas formas de fragilidad y de inestabilidad social. Una clase media sólida es necesaria tanto para fortalecer la democracia como para conseguir una economía más resiliente (Acemoglou y Robinson, 2009).

			No es fácil, sin embargo, acotar de forma operativa el concepto contemporáneo de clase media e identificarlo a partir de la distribución de ingresos. Es cierto que una definición en términos estrictos de renta olvida dimensiones fundamentales de la estratificación social, como el estatus laboral, el nivel educativo y sociocultural o el acceso a redes de seguridad económica. No obstante, dado el elevado grado de monetización de nuestras sociedades, mirar a la distribución de la renta entre los hogares como expresión de la capacidad de gasto y ahorro de la sociedad de consumo puede servir como aproximación general al concepto. Algunos autores han extendido los métodos relativos de medición de la pobreza para clasificar a la población en grandes estratos de renta.

			GRÁFICO 5. Porcentajes de población (<65 años), cerca de 1985 y 2016

			[image: ]

			a: Cerca de 1985; b: Cerca de 2017

			FUENTE: Luxembourg Income Study (LIS) Database.

			Utilizando los datos del Luxembourg Income Study y una clasificación muy agregada, en la que las rentas medias serían aquellas comprendidas entre el 50 y el 150% de la media de cada país, puede observarse tanto el menor peso de este estrato en España como su peor evolución en el tiempo (Gráfico 5). Con la excepción de Israel, España es el país de renta alta donde el peso de ese grupo intermedio de renta es menor, lejos de los valores medios de los países centroeuropeos y a una gran distancia de los nórdicos, en los que el porcentaje se eleva a más de tres cuartas partes de la población. La situación actual contrasta con la que había a mediados de los años ochenta, momento en el que, sin ser un país especialmente destacado en cuanto al porcentaje de población perteneciente al citado estrato medio, las diferencias eran menos marcadas con otros países de renta alta. Desde ese momento hasta la actualidad, se habría producido una caída de más de diez puntos.

			Una parte importante de esta recomposición se debe al trasvase de hogares desde ese grupo intermedio al de renta más baja como consecuencia de la crisis de 2008. Hasta entonces, el estrato medio fue aumentando su tamaño como resultado de diferentes factores, como la mejora en el nivel educativo de la sociedad, la integración en la Unión Europea, el crecimiento de la tasa de actividad femenina y el desarrollo tardío del Estado de Bienestar. Antes de la crisis, el porcentaje de hogares situado en este grupo intermedio se mantenía estable alrededor de dos tercios del total de la población.

			Como resultado de la crisis, cerca de uno de cada seis hogares que integraban este grupo pasó al estrato de rentas más bajas. El intenso aumento del desempleo y la insuficiencia del sistema de impuestos y prestaciones para contener el deterioro de los ingresos y de las condiciones de vida de los hogares aceleraron ese trasvase. La recesión, además, «envejeció» a las clases medias, dado el efecto estabilizador de las pensiones y el citado deterioro de los hogares más jóvenes. En la etapa de recuperación posterior hasta la pandemia, el tipo de empleo creado no favoreció la inversión de esa tendencia.

			Algunos trabajos desagregan la clasificación anterior diferenciando entre la clase media-baja y la media-alta. Los estudios comparados muestran que el hecho que realmente determina la diferente extensión en cada país de la clase media, así definida, es la combinación entre una clase media-baja extensa y una clase media-alta más contenida (Ayala y Cantó, 2018). La posición más frágil de España en el contexto europeo se explica por ser entre los países de mayor renta aquel en el que es menor el porcentaje de población situado en el grupo de renta media-baja.

			Esa caracterización no es ajena a la citada menor capacidad redistributiva del sistema de impuestos y prestaciones sociales en España. La evidencia comparada muestra que la progresividad del sistema tributario y la generosidad de esas prestaciones son el principal determinante del peso de las clases medias (Pressman, 2010). Resulta clave, por tanto, evaluar la distinta capacidad de la intervención pública en cada país para evitar la polarización de las rentas de los hogares. Lo es también, en cualquier caso, la forma en que se organiza la predistribución de la renta. Como muestran Ayala y Cantó (2018), en los países donde mayor es el peso de la clase media, este lo es incluso antes de la intervención del Estado. La razón es un mercado de trabajo que ofrece empleos y salarios intermedios más abundantes, así como salarios más altos y menos desigualmente distribuidos que en otros países.

			En cualquier caso, el sistema de prestaciones e impuestos en España aumenta menos el peso de la clase media que en otros países de renta alta y, además, lo hace de forma menos progresiva. Este problema se agudizó en la crisis de 2008, cuando la citada menor capacidad de contención de los efectos del desempleo por el sistema de protección social y la caída general de la renta disponible de los hogares contribuyeron a un mayor vaciamiento del grupo intermedio de renta.

			
1.5. LA FRAGILIDAD DE LAS REDES DE PROTECCIÓN


			Como se ha señalado en las páginas anteriores, la desigualdad de la renta disponible en cualquier país depende de lo que ocurra en los mercados y de la intervención del sector público. Es el mercado el mecanismo básico que establece los criterios de distribución, aunque, naturalmente, en un marco regulatorio establecido por los poderes públicos, con una especial incidencia en el mercado de trabajo. Además de la tarea reguladora del Gobierno, este desempeña un papel compensador de los resultados del mercado a través de las políticas redistributivas de ingresos y gastos públicos atribuidas a los responsables públicos en las constituciones o leyes máximas de los diversos países.

			La capacidad redistributiva de cada gobierno depende del tamaño de los instrumentos aplicados (programas específicos de gastos e ingresos públicos) y del grado de progresividad establecido en los mismos (más beneficios para quienes tienen menor renta o mayores dificultades económicas y más impuestos a quienes tienen mayor capacidad económica). En ese sentido, por ejemplo, un impuesto puede ser muy progresivo, pero si con el mismo se obtiene una recaudación muy baja, poco o nulo efecto redistributivo tendrá. En el mismo sentido, la aplicación de una renta mínima con un bajo nivel de cobertura no tendrá un efecto significativo en la reducción de la desigualdad.

			En el gráfico siguiente, se recoge la información disponible sobre algunos países de renta alta en la base de datos de la OCDE para el año 2017. La diferencia de los índices de desigualdad antes y después de la acción pública a través de impuestos y transferencias sirve como aproximación de los efectos de la intervención pública redistributiva.

			GRÁFICO 6. Efectos de los impuestos y las transferencias sobre la desigualdad, 2017
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			FUENTE: Elaboración propia sobre datos de OCDE, 2020

			Los datos parecen confirmar el efecto igualador de las políticas redistributivas, aunque con intensidad diferente. Algunos países centroeuropeos y nórdicos tienen los indicadores de desigualdad de la renta de mercado más bajos y son también los que alcanzan una reducción mayor tras la aplicación de los instrumentos públicos. En otros países, como Estados Unidos, Reino Unido o España, los efectos son menores.

			La OCDE ofrece también información sobre la evolución de los indicadores mencionados. El efecto que se observa para los principales países europeos es una disminución del índice de Gini de una cuantía aproximada del 40%, lo que da idea de la relevancia del efecto redistributivo. Sin embargo, los datos parecen indicar una tendencia general a la disminución de la capacidad redistributiva de los gobiernos de la UE, aunque con diferencias entre países. En definitiva, tiende a disminuir el poder compensador del sector público ante el crecimiento de la desigualdad en la distribución de la renta de mercado, lo que explica el resultado de una creciente desigualdad de la renta disponible.

			Esto es lo que ha ocurrido con las políticas redistributivas del Gobierno español. Como señalaba la Unión Europea (European Commission, 2017), mientras que la posición española en términos de desigualdad de renta de mercado se sitúa, aproximadamente, en la media de los países europeos, los indicadores que miden la desigualdad de la renta disponible, tras la actuación del sistema de impuestos y prestaciones monetarias, ubican a España entre los países más desiguales. Ello estaría indicando que el sistema fiscal español tiene serias limitaciones para reducir las desigualdades derivadas de la distribución de la renta en el mercado.

			Una explicación de la menor incidencia de las políticas públicas españolas sobre la distribución tiene que ver con el tamaño de los instrumentos a los que se aludía anteriormente. Con un nivel de gasto público respecto al PIB inferior a la media europea y un nivel de presión fiscal sensiblemente más bajo, es difícil alcanzar resultados distributivos relevantes. Como ya han puesto de manifiesto algunos autores, la dimensión tanto de las prestaciones como de los impuestos es reducida sobre el total de renta bruta y esto limita los eventuales efectos igualadores.

			Según diversos análisis, las transferencias monetarias, y especialmente las pensiones, sobre todo las contributivas, constituyen el instrumento de intervención pública con efectos más redistributivos. Como se ponía de manifiesto en los informes de la OCDE (Causa y Hermansen, 2017, pg.8), «en todos los países de la OCDE las transferencias monetarias representan el instrumento de redistribución más potente». También los datos de EUROSTAT confirman la importante capacidad redistributiva de las pensiones: en valores medios, las pensiones representan aproximadamente las tres cuartas partes del efecto redistributivo total de las transferencias monetarias, en gran parte como consecuencia de su tamaño.

			En el campo de los gastos públicos, el efecto de los servicios básicos del Estado de Bienestar sobre la distribución de la renta es también importante, aunque más difícil de contabilizar. Los trabajos de Verbist et al., 2012 y 2013, o el de Zwijnenburg et al. (2017) han señalado efectos redistributivos importantes, especialmente en el campo de la sanidad. Tales resultados han sido confirmados en España, entre otros, por Calero y Gil (2013), que, después de comprobar el efecto redistributivo de los gastos en especie, explicaban el impacto de los programas específicos de gasto en sanidad y educación. Si dicho efecto es relevante, como parece ocurrir, los recortes de los servicios públicos y prestaciones llevados a cabo durante la crisis de 2008, especialmente en España, contribuyen a explicar el deterioro de los índices de desigualdad.

			Los graves problemas de los sistemas tributarios convencionales en el escenario de creciente globalización de la economía hacen cada vez más difícil recaudar los ingresos necesarios para financiar las prestaciones y los servicios públicos. Por eso es importante plantear una perspectiva global y coordinada de los sistemas fiscales, con la finalidad de asegurar el mantenimiento del Estado de Bienestar.

			Los pocos trabajos que han analizado la progresividad y la capacidad redistributiva de los impuestos señalan que nuestro sistema tributario es casi proporcional o levemente progresivo, con figuras regresivas (como los impuestos sobre el consumo o las cotizaciones sociales) que son compensadas por otras que muestran efectos progresivos y redistributivos5. En general, los impuestos indirectos tienden a ser regresivos respecto a los ingresos de los hogares, mientras que entre los directos, prácticamente solo el IRPF parece desempeñar un claro papel progresivo capaz de generar un cierto efecto igualador.

			GRÁFICO 7. Índice de Gini antes y después de impuestos y cotizaciones
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			FUENTE: INE (Varios años).

			El Gráfico 7 pone de manifiesto la existencia de un cierto efecto redistributivo de los impuestos y las cotizaciones sociales. El índice de desigualdad de la renta de mercado se ve reducido tras la aplicación de los instrumentos fiscales, aunque el efecto igualador es limitado. El gráfico expresa también el aumento de la desigualdad de la renta de mercado, al menos hasta 2015, lo que también ocurre con la desigualdad de la renta disponible. Ello implicaría el empeoramiento de la desigualdad a lo largo de los últimos años y la limitada respuesta que se da desde las instituciones públicas por el lado de los ingresos.

			El efecto redistributivo de los impuestos, como confirman múltiples trabajos, es modesto e irregular y tiende a disminuir, sobre todo en un contexto en el que se insiste en las «rebajas impositivas», materializadas en progresivas disminuciones de los impuestos directos y la apuesta por un mayor peso de los indirectos. Pero, a pesar de su limitado efecto redistributivo, los recursos obtenidos a través de los tributos son esenciales para financiar las políticas de gasto, lo que nos obliga a pensar en la necesidad de disponer de más ingresos, a pesar de las dificultades actuales. Como se recoge en López Laborda et al. (2019), con referencia a datos del año 2017, «a la vista de los resultados precedentes, y como ya sucedía en años anteriores, hay que convenir que la redistribución mediante impuestos no representa más que una parte muy pequeña del efecto redistributivo logrado por la intervención pública a través de flujos monetarios».

			En suma, puede afirmarse que el efecto redistributivo de las políticas públicas es importante en Europa y tiene menor incidencia en España, ha ido disminuyendo a lo largo del tiempo y no puede compensar el aumento de la desigualdad de la renta de mercado, lo que explica el crecimiento de los indicadores de desigualdad en los países de renta alta. Por otro lado, debemos recordar que los instrumentos de gasto muestran una capacidad redistributiva muy superior a la del sistema tributario, siendo las prestaciones públicas responsables de más del 90% de ese efecto redistributivo global.

			
1.6. LA DESIGUALDAD TRAS LA PANDEMIA


			Ha transcurrido un período de tiempo demasiado corto desde la aparición de la COVID-19, por lo que resulta difícil determinar las consecuencias que esta nueva crisis tendrá sobre la desigualdad. No obstante, como se ha expuesto en las páginas precedentes, las crisis económicas van acompañadas usualmente por un aumento de la desigualdad y de la vulnerabilidad de muchos colectivos. Con todo, podemos acudir a otros indicadores para intentar decir algo sobre el futuro de la desigualdad en España6.

			La novedad principal de la crisis actual, en lo que se refiere a los datos económicos es el parón de la actividad económica generado por la infección y las medidas de confinamiento y distanciamiento social. No hay precedentes cercanos en el tiempo de una parálisis tan contundente de la actividad ni, por tanto, de sus consecuencias principales.

			La cifra de parados creció intensamente desde el comienzo de la nueva crisis, así como el número de prestaciones por desempleo, que, ante la necesidad de garantizar la supervivencia de muchas empresas a través de los Expedientes Temporales de Regulación de Empleo (ERTES), implicaba el pago de una parte del salario de los trabajadores con recursos públicos.7 Al final del mes de abril de 2020 las prestaciones por desempleo se elevaban a más de 5 millones de pagos, suma de las prestaciones a los desempleados (2,25 millones de trabajadores con derecho al desempleo al comienzo de la crisis), las situaciones de paro generadas por la nueva crisis y con derecho a prestación y los pagos a los trabajadores afectados por un ERTE. La tasa de paro, 14,1% de la población activa al final de 2019, se estima que subirá por encima del 20 % y no hay que olvidar que la tasa de cobertura del desempleo hasta la crisis solo garantizaba prestación a dos de cada tres trabajadores, de manera que muchos trabajadores no podrán recibir prestaciones a través de esta vía.

			En realidad, una crisis de estas características, como ocurre en situaciones de estancamiento económico, afecta sobremanera a los sectores más vulnerables de nuestra sociedad. Además del crecimiento del desempleo, que incide especialmente sobre trabajadores con contratos temporales y precarios —con mucha frecuencia, jóvenes—, es esperable una caída intensa de los salarios y el empeoramiento de colectivos particularmente vulnerables, como los mayores sin pensiones o con pensiones muy bajas, hogares con elevados créditos hipotecarios, trabajadores «pobres», inmigrantes con trabajos precarios o las empleadas de hogar y cuidadoras de personas dependientes.

			La conexión entre las consecuencias económicas de la crisis y los efectos sociales producidos es evidente y, por lo tanto, a los colectivos mencionados habrá que añadir los sobrevenidos como consecuencia de la inviabilidad económica de sus actividades, como muchos trabajadores autónomos, los titulares de comercios cerrados o los empresarios y trabajadores de microempresas o Pymes que se han visto obligados a abandonar su actividad. A pesar de las medidas tomadas para aliviar la situación de los hogares y las empresas más afectadas por la crisis por parte de las administraciones públicas, la incertidumbre creada por la COVID-19, las dificultades para encontrar soluciones contundentes para controlar la infección y los problemas para alcanzar los acuerdos políticos y sociales necesarios para dar salida a los graves problemas económicos y sociales actuales nos enfrenta a un futuro cargado de interrogantes y con muy malas expectativas para asegurar estándares razonables de desigualdad y pobreza.

			La utilización masiva de la deuda pública para atender a las exigencias de la situación actual tiene claros límites, como los tiene la ayuda que puede producirse desde la Unión Europea. Como explicábamos en páginas anteriores, además de la deuda y las ayudas de Europa, parece necesario incrementar los recursos públicos (recordemos la diferencia de presión fiscal entre España y sus socios europeos) y aprovechar la situación actual para introducir cambios en la estructura económica del país y modernizar nuestra economía en línea con los grandes objetivos de la UE. Así mismo, la crisis obliga a revisar en profundidad y mejorar los programas de gasto público, para establecer prioridades y aumentar su eficiencia. Por último, será necesario conseguir nuevos recursos que permitan financiar adecuadamente los programas y garantizar la situación de los colectivos más vulnerables, y aprovechar la ocasión para introducir mejoras en las políticas reguladoras y fiscales para mejorar la distribución de la renta y evitar el crecimiento de la desigualdad.

			
BIBLIOGRAFÍA

			ACEMOGLU, D., NAIDU, S., RESTREPO, P. y ROBINSON, J. A. (2015): «Democracy, Redistribution, and InequalityDemocracy, Redistribution, and Inequality». En Atkinson, A.B. y Bourguignon, F. (eds.): Handbook of Income Distribution Vol.2. Amsterdam: Elsevier.

			ACEMOGLU, A. y ROBINSON, J, A, (2009): Economic Origins of Dictatorship and Democracy Economic Origins of Dictatorship and Democracy. Cambridge University Press.

			ATKINSON, A. B. (2015): Inequality. Cambridge, Ma.: Harvard University Press.

			AYALA, L. y CANTÓ, O. (2018): «Ciclo económico, clases medias y políticas pública». En AYALA, L. y RUIZ-HUERTA, J. (dirs.): 3.er Informe sobre la desigualdad en España. Fundación Alternativas, Madrid, 2018.

			AYALA, L. MARTÍNEZ, R. y NAVARRO, C. (2019): «Los cambios en la pobreza en España». VIII Informe sobre exclusión y desarrollo social en España, Documento de Trabajo 3.6. Madrid: Fundación FOESSA.

			BENGTSSON, E. y WALDENSTRÖM, D. (2018): «Capital Shares and Income inequality: Evidence from the Long Run». The Journal of Economic History, 78, pp. 712-743.

			CAUSA, O. AND M. HERMANSEN (2017): «Income redistribution through taxes and transfers across OECD countries». OECD Economics Department Working Paper, n.º 1453.

			CALERO, J. y M. GIL (2013): «La incidencia redistributiva del gasto público en educación y sanidad en España». En RUIZ-HUERTA, J. (dir.): 1.er Informe sobre la desigualdad en España. Madrid: Fundación Alternativas.

			EUROPEAN COMMISSION (2017): «Impact of fiscal policy on income distribution», Report on Public Finances in EMU 2017, pp. 71-131

			EUROFOUND (2019): ¿Una Europa más igualitaria? La convergencia y el pilar europeo de derechos sociales. Luxemburgo: Oficina de Publicaciones de la Unión Europea.

			FERNÁNDEZ MAÍLLO, G. (coord.) (2019): VIII Informe sobre exclusión y desarrollo social en España. Madrid: Fundación FOESSA.

			FMI (2017): Fiscal Monitor: Tackling Inequality. Washington, October 2017.

			GORNICK, J. y JOHNSON, N. (2020): «Income Inequality in Rich Countries: Examining Changes in Economic Disparities». ITEMS, Social Science Research Council.

			LÓPEZ-LABORDA, J., MARÍN, C. y ONRUBIA, J. (2016-2019): «Observatorio sobre el reparto de ingresos entre los hogares españoles. Informes sobre Impuestos y prestaciones (2013-2017)», Estudios sobre la economía española, 2016-21. Madrid: FEDEA.

			LUCAS, R.E. (2004): «The Industrial Revolution: Past and Future,» The Region (2003 Annual Report of the Federal Reserve Bank of Minneapolis), pp. 5-20.

			MILANOVIC, B. (2017): «Increasing capital income share and its effect on personal income inequality». En Boushey, H., Bradford DeLong, I. y Steinbaum, M. (eds.): After Piketty. The Agenda for Economics and Inequality. Cambridge, Ma: Harvard University Press.

			OCDE (2011): Divided We Stand. Why Inequality Keeps Rising? París: OCDE.

			OSTRY, J.D., BERG, A. y TSANGARIDES, C.G. (2014): «Redistribution, Inequality, and Growth». IMF Staff Discussion Note SDN/14/02.

			PRESSMAN, S, (2010): «The middle-class throughout the World in the Mid-2000’s», Journal of Economic Issues 44 (1), 243-262.

			RUIZ-HUERTA, J. (2019): «La financiación del Estado del bienestar en España. Comparación con otros países europeos». VIII Informe sobre exclusión y desarrollo social en España, Documento de Trabajo 4.12. Madrid: Fundación FOESSA.

			RUIZ-HUERTA, J. (2020): «Los efectos económicos de la crisis sanitaria: cinco preguntas para un diagnóstico común». Fundación Alternativas, Zoom de Economía

			https://www.fundacionalternativas.org/laboratorio/documentos/zoom-economico/los-efectos-economicos-de-la-crisis-sanitaria-cinco-preguntas-para-un-diagnostico-comun

			VERBIST, G., FÓRSTER, M. y VAALAVUD, M. (2012): «The Impact of Publicly Provided Services on teh Distribution of Resources: Review of New Results and Methods». OECD Social, Employment and Migration Working Papers, Nº 130.

			VERBIST, G. y MATSAGANIS, M. (2013): «The Redistributive Capacity of Services in the European Union». En Cantillon, B. y F. Vandenbrouken (eds.): Reconciling Work and Poverty Reduction: How Successful are European Welfare States? Oxford University Press.

			ZWIJNENBURG, J., BOURNOT, S. y F. GIOVANNELLI (2017): «Expert Group on Disparities in a National Accounts Framework: Results from the 2015 Exercise», OECD Statistics Working Papers, 2016/10.

			
2. DILEMAS Y CONFLICTOS DEL CAMBIO DE ÉPOCA. POLITIZAR EL CAMBIO TECNOLÓGICO

			JOAN SUBIRATS

			
2.1. INTRODUCCIÓN


			La estrecha relación entre cambio tecnológico, modo de producción y sistema de relaciones sociales no es algo que pueda sorprendernos a estas alturas. Sin retrotraernos demasiado en el tiempo, es sobradamente conocido que la máquina de vapor, la electricidad, el motor de combustión, el ascensor o el aire acondicionado..., por citar solo algunos ejemplos, supusieron cambios muy importantes en lo que desde el análisis económico se denomina la productividad del conjunto de factores. Un elemento considerado clave para entender las dinámicas de crecimiento y desarrollo económico. Pero, además, muchas de esas transformaciones provocaron grandes cambios en los lugares de residencia, en las formas de convivir, en cómo afrontar las incertidumbres y riesgos que esas alteraciones generaban.

			En el caso del tránsito de la economía precapitalista a la economía capitalista originaria, un efecto importante fue la separación entre trabajo y subsistencia. Las personas tenían acceso directo al elemento básico, la tierra, en la que cultivar y construir su vivienda. Bajo el sistema capitalista, eso cambia. Para acceder a los bienes básicos han de acudir al mercado, y es en ese mercado en el que deben ofrecer su trabajo. Ese trabajo no les proporciona directamente la subsistencia, sino que es el salario que reciben a cambio el que lo facilita. Como explica Polanyi (1944), no es que el mercado no existiera antes, sino que la gran transformación que se genera es la conversión de toda relación económica y social en mercantil. Se produce para el mercado, y es a través del mercado y de sus relaciones desde la que se consigue lo necesario para subsistir. En esa situación, la clave es reducir costes de producción para mejorar la capacidad de vender a precios más competitivos. Y esto se consigue reduciendo salarios y/o mejorando la capacidad productiva mediante el cambio tecnológico constante.

			La gran significación del fordismo, por ejemplo, fue la capacidad de reducir la dependencia de trabajadores con conocimientos tales que acababan condicionando la expansión productiva. El cambio que el taylorismo ofrecía era ampliar el volumen de la oferta, incorporando mano de obra sin cualificación especial, que al mismo tiempo constituiría la base de consumo necesaria para mantener la tasa de ganancia. Pero, por otro lado, la gran acumulación de trabajadores en unos mismos espacios (fábricas, barrios, ciudades), generó como sabemos la capacidad de equilibrar en parte la lógica jerárquica y maquinal inherente al modelo, permitiendo el surgimiento de identidad colectiva entre trabajadores, entre pares, y por tanto su organización sindical, popular y de clase.

			La innovación tecnológica ha sido una palanca fundamental en la capacidad del capitalismo de mantener las tasas de crecimiento, utilizando las crisis como mecanismo de «destrucción creativa» (Schumpeter) y renovando así constantemente su potencial productivo. Todo ello con los costos sociales que cada sacudida tecnológica y productiva generaba en uno o más países y con las temibles consecuencias que vemos ahora aflorar con más fuerza en forma de emergencia climática. La revolución digital, tras su prolongada gestación y expansión, ha eclosionado finalmente en lo que se ha denominado la «economía del conocimiento». La cantidad de impactos en ámbitos tan dispares como biogenética y biotecnología, robotización e inteligencia artificial, realidad virtual y aumentada, nanotecnología, movilidad, fabricación y comercio digital o machine learning (y las interacciones entre todo ello) muestran la significación del cambio digital en estos momentos de transición (Greenfield, 2017; Iversen-Soskice, 2019).

			Este proceso ha generado ya efectos en la esfera social, educacional, económica, territorial o política, y seguirá generándolos en las próximas décadas. Algunos pueden considerarse positivos si se tienen en cuenta parámetros de bienestar global (mortalidad infantil y materna en descenso, mayor presencia y protagonismo de la mujer en distintas esferas, mejora en el acceso a educación en sus distintos grados, reducción pobreza extrema), pero en otros ámbitos los resultados no son tan alentadores (aumento de la desigualdad entre ricos y pobres, graves problemas de desocupación en muchos países, acumulación de problemas en áreas urbanas sobre-densificadas, reducción de la capacidad de ascenso social...) (Bannerjee-Duflo, 2020).

			La globalización ha sido consecuencia de las dinámicas generadas por la tecnología disponible, pero también han influido las decisiones tomadas por los gobiernos de los estados hegemónicos potenciando el comercio y reduciendo las barreras de circulación de recursos financieros y bienes productivos. La salida de la crisis de los 70 potenció una lógica neoliberal que redujo la regulación financiera, activó la competencia a escala global, reforzando asimismo la financiarización y gestión macroeconómica controlada por los grandes bancos centrales y las instituciones multilaterales (Iversen-Soskice, p. 156).

			La combinación de ideario, voluntad de erosionar la capacidad de negociación de los trabajadores y los procesos de innovación tecnológica (que permitían una gran mejora de las comunicaciones y una mayor facilidad para trasladar espacios productivos complejos a países con menos costes laborales, a partir de procesos de diferenciación de diseño y creación que seguían siendo centralizadas, y las labores de producción y ensamblaje que se dispersaban y fragmentaban), generó en pocos años un cambio drástico en la estructura de un capitalismo que incorporaba la competitividad (también del trabajo) a escala global. De esta manera se fue generando lo que hoy es ya una clara realidad: bajos salarios, gran temporalidad-precariedad en el empleo, alta presencia de «falsos autónomos» y notable capacidad de marcar las condiciones laborales desde la dirección de las empresas y las condiciones que los fondos de inversión plantean, dada la fragmentación de tareas, la heterogeneidad de condiciones laborales y la constante rotación de empleados.

			Esa tendencia de erosión y precarización de las condiciones laborales coincidió a finales de siglo con la rápida financiarización de la economía, a caballo de la desregulación bancaria y de la reducción drástica de los tipos de interés. Tras la crisis del 2007-08, no ha habido cambios sustantivos en la ortodoxia de austeridad y de prioridad al pago de la deuda de estados fuertemente atrapados por sus déficits. Al mismo tiempo, han seguido en pie las dinámicas de elusión y evasión fiscal que los sistemas de información y de circulación de capitales facilitan enormemente.

			¿Qué sucede en ese escenario con el empleo? En los últimos años el crecimiento neto de empleo a nivel global ha ido aumentando. A partir de los datos proporcionados por la Organización Internacional del Trabajo se puede estimar que la población laboral se incrementó en un 20% entre 1990 y 2010, aunque luego esa tendencia se acabara con la llegada de la crisis. En los países «emergentes» se incrementó en alrededor del 80% en el mismo período. El proceso de terciarización ha sido también evidente, reforzado por el paso de tareas antes internalizadas en las industrias y ahora subcontratadas externamente. Por consiguiente, el valor final de un determinado producto incorpora el valor producido por una multiplicidad de figuras laborales que no forman parte de una misma organización: desde las que extraen las materias primas a las que las transforman inicialmente, las que diseñan o ensamblan, los que produjeron el software que alimenta la robotización o la logística de distribución, etc. La financiarización de todo el proceso, obliga asimismo a integrar en el esquema de análisis los distintos intereses financieros que se asignan a cada fase productiva, y todo ello cruzado además por fronteras nacionales en las que se sitúan esas distintas fases de extracción-diseño-producción-distribución-financiarización. Lo que antes quedaba integrado en el universo «fábrica-empresa» queda ahora tremendamente fragmentado y segmentado, combinando distintos regímenes laborales, distintos tipos de contrato, distintos salarios y por tanto, una muy difícil articulación de los trabajadores frente a los intereses corporativos o patronales, a su vez, fragmentados y diversificados, pero todos ellos financieramente dependientes. El resultado final es una sensación generalizada de desprotección frente a los cambios que se van produciendo (Ricolfi, 2017).

			La reciente crisis del Covid-19, en la que aún estamos plenamente inmersos (agosto, 2020), no ha hecho sino aumentar la sensación de riesgo sobre la realidad del día a día de mucha gente, proyectando grandes sombras e incertidumbres sobre su futuro más inmediato, incidiendo especialmente en las ciudades del Sur global (Bahn-Caldeira-Gillespie-AbdouMaliq, 2020).

			
2.2. NUEVOS ESCENARIOS EN LA GENERACIÓN DE VALOR


			Como sabemos es relativamente fácil aprovechar las facilidades de una globalización que reduce barreras tanto financieras como comerciales, tanto si se trata de desplazar espacios de producción muy estandarizados, como si de lo que se trata es de aprovechar las facilidades de circulación de capitales. Las cosas no son tan fáciles en el momento en que lo que está en juego es la capacidad de innovación y de generación de valor que requieren una base técnica, científica y profesional que se concentra en localizaciones muy concretas alrededor del mundo. Las condiciones no son fáciles de cumplir: sistema educativo sólido y con gran presencia de universitarios; apertura a la competencia y a los flujos internacionales; regulaciones que favorezcan las dinámicas de innovación cruzada entre investigadores y emprendedores; financiación disponible para generar nuevos proyectos; instituciones financieras fiables y conectadas internacionalmente; y cumplimiento de los protocolos de competencia y cooperación considerados como de «buenas prácticas» a escala global (Iversen-Sosokice, 2019, pp. 146-156).

			En estos enclaves, las preferencias de los votantes acostumbran a primar las políticas que refuercen los aspectos específicos que han generado valor diferencial, y tienden por tanto a favorecer la inversión en educación, investigación, apoyo a sectores económicos innovadores, etc. El creciente peso de las dinámicas de innovación y cambio digital han ido reforzando el papel de las aglomeraciones urbanas que tienen ciertos requisitos que las hacen especialmente propicias a tales dinámicas (ya señaladas anteriormente). El declive de los enclaves industriales de matriz fordista versus la pujanza de otros lugares más vinculados a la nueva economía digital muestran de manera evidente lo que tratamos de argumentar (Moretti, 2012). La mezcla de universitarios, investigadores, conglomerados o incubadoras de empresas, sectores punta en diversos campos, infraestructuras urbanas bien equipadas, solidez del sistema educativo y de salud, facilidades de transporte... generan el humus necesario para que se produzcan fertilizaciones cruzadas, tanto propiciadas externamente como facilitadas por la simple cercanía que genera la posibilidad de cambios casuales (serendipity) (Zukin, 2020).

			Los efectos sociales en de estos grandes cambios en el sistema productivo y en las dinámicas de crecimiento no son anecdóticas. El declive del sistema fordista y de los formatos comerciales asentados a lo largo de muchos decenios, generan bruscos cambios de estatus, grandes dosis de incertidumbre y una notable sensación de riesgo en grandes agregados sociales. Puede incluso considerarse que, en los países desarrollados, el escenario poco tiene que ver con las diversas versiones de contrato social con el que se zanjaron las grandes tensiones de la primera mitad del siglo XX (Polanyi, 1944). Las viejas clases medias han visto como, de manera relativamente rápida, sus posiciones sociales y sus niveles de protección veían erosionadas sus bases de protección, y han constatado asimismo que ello no era algo pasajero sino que les afectaría a largo plazo a ellos y a sus descendientes. El miedo y la incertidumbre se han ido transformando en algunas ocasiones en prevención ante la llegada de inmigrantes, aversión a los productos producidos en los nuevos países emergentes, sensación de pérdida de valores considerados propios y tradicionales y resentimiento contra dirigentes políticos que, desde su punto de vista, no han sido capaces de proteger adecuadamente los intereses mayoritarios tal como ello los entienden (para el caso Estados Unidos, ver Inglehart-Norris, 2017).

			Es incierto el impacto real que supondrá la consolidación de la sociedad del conocimiento y la economía digital en la estructura laboral, pero en la mayoría de los análisis se apunta a reducciones significativas de los puestos de trabajo que son más propicios a la automatización. Y ello no solo en los ámbitos productivos más propicios (dónde de hecho ello ya viene ocurriendo) sino también en la esfera de servicios y cuidados en los que el volumen de personas ha sido tradicionalmente alto y en los que parecía difícil incorporar tecnología sustitutiva (Banerjee-Duflo, 2019, pp.279; Frey-Osborne, 2017). Por otro lado, el nivel salarial ha descendido para buena parte de la población. La participación del trabajo (la parte de los beneficios usada para pagar los salarios), ha ido disminuyendo desde los 80. Si en el sector de la manufactura esa cifra significaba el 50%, en el 2012 la cantidad había caído a cerca del 10% (Banerjee-Duflo, 2019, p. 293). La distribución desigual del crecimiento (con grandes resultados para el 1% más rico) (Piketty-Saez, 2006) ha aumentado la sensación de riesgo y desprotección ante el nuevo escenario y las perspectivas nada prometedoras que se abren.

			
2.3. EFECTOS EN LOS SISTEMAS DEMOCRÁTICOS


			Las consecuencias políticas de todo ello son significativas. Se han ido quebrando las bases del equilibrio social que de alguna manera se habían construido en los estados con fuertes políticas de bienestar. Pasando de las tensiones sobre la distribución del conjunto de beneficios del sistema, a un nuevo escenario en el que no solo una minoría aprovecha de manera extraordinaria su capacidad de drenar beneficios, sino que crecen las tensiones entre quienes ven seriamente reducidas sus perspectivas de progreso para ellos y sus descendientes en lugares o sectores productivos decadentes o en serio riesgo de obsolescencia, y aquellos que ven posibilidades de progreso individual y familiar en los enclaves urbanos tecnológicamente más avanzados. Las preferencias políticas del sector social que se siente más amenazado, se sitúan en posiciones de derecha autoritaria, contrarias a los flujos migratorios y recelosos de la globalización.

			Los interrogantes planteados son muchos, y afectan al mismo funcionamiento de la democracia. Como hemos ya mencionado, la fuerte erosión de los valores democráticos de igualdad y representación, ante la dificultad de mantener la capacidad redistributiva y protectora de manera generalizada por un lado, y por el otro, la indudable capacidad de las elites financieras para influir en todo tipo de decisiones en cualquier parte del mundo, han situado al sistema democrático en una difícil situación.

			En los clásicos balances de final de década (2020), las referencias al escenario político mostraban una evidente sensación de desasosiego e insatisfacción que no era específica de algunos países en concreto, sino que tenía una dimensión más sistémica. El comentarista Andrés Ortega, lo resumía así en El País (29-12-2019): «estamos ante un fracaso de la política para atender las necesidades y expectativas de los ciudadanos». Y antes, constataba que nunca se había votado tanto, pero que, al mismo tiempo, nunca había habido un nivel de protesta y de insatisfacción tan alto en relación al funcionamiento de la democracia y, añadimos nosotros, a su capacidad de protección.

			Si se sigue de cerca la literatura académica sobre el estado de la democracia en el mundo, se observa que ese tipo de afirmaciones no son para nada nuevas. La democracia es una sucesión de experiencias históricas que nunca han tenido una vida fácil, y que siempre ha tenido que vérselas con multitud de adversarios. De hecho, como afirma Nadia Urbinati (2019), «la democracia nació al mismo tiempo que sus adversarios». Pero, si bien todo ello es cierto, también lo es el hecho que últimamente han proliferado los ensayos que apuntan a que la crisis actual de la democracia es más bien aguda o incluso terminal8.

			Las razones que se esgrimen son de diverso tipo. Las más evidentes hacen referencia al cambio de época en el que estamos y que sin duda exigirá adaptaciones no solo epidérmicas de los parámetros de funcionamiento de las democracias. Por otro lado, se constata el crecimiento de regímenes políticos que alteran los principios considerados esenciales de una democracia. Unos principios que, en palabras de Norberto Bobbio, exige que a los electores se les ofrezca alternativas reales de elección entre las que puedan escoger, y para que ello sea posible, han de estar en plena vigencia los derechos básicos, de expresión, de reunión, de asociación, etc., que permitan que cada individuo pueda determinar de manera autónoma su voluntad, su elección (Bobbio, 1986, p. 15). La alteración y vulneración de esos principios es lo que está provocando que se hable de conceptos que parecen en sí mismo contradictorios —como «democracias iliberales»— para referirse a casos en que se mantiene la apariencia de democracia con una vulneración constante de los derechos antes mencionados.

			No podemos entrar aquí en un análisis más detenido de esta visión relativamente catastrófica sobre el estado de salud de las democracias contemporáneas, pero podemos afirmar qué si bien los estudios de opinión muestran un cierto declive en el grado de satisfacción de la democracia, un descenso asimismo en los porcentajes de voto en las elecciones, entendemos que no hay razones para imaginar que ello haya contribuido aún a pérdidas muy significativas de la legitimidad democrática (Merkel, 2019).

			Podríamos por tanto afirmar que las manifestaciones más recientes de desapego democrático y de puesta en crisis de su legitimidad en la toma de decisiones colectivas de carácter representativo, tienen mucho que ver con el cambio de época que atravesamos, conectando directamente con la pérdida de capacidad protectora de las instituciones políticas representativas frente a la sensación de riesgo que domina la escena social. Las dudas se sitúan en la vitalidad y fuerza del sistema democrático para seguir manteniendo su vis protectora y al mismo evitar procesos de cerrazón autoritaria.

			En esa encrucijada, los hay que apuestan por la necesaria complementariedad entre un capitalismo avanzado tecnológicamente y un sistema democrático que siga garantizando protección, un sólido sistema de derechos y libertades y la promesa de un cierto ascenso social en términos de bienestar para las generaciones futuras (Iversen-Soskice, 2019, p. 257 y ss). Mientras que la tendencia a salidas autoritarias y de rechazo a una globalización y cambio tecnológico que se ve invasivo y contrario a las propias raíces, se extiende como una reacción airada contra los «otros», contra las disrupciones que alteran «lo tradicional», o incluso la propia identidad masculina (Sauer, 2020). En definitiva, una incertidumbre que quiere combatirse con lo que se percibe como firmeza autoritaria (Kitschelt-McGaan, 1995; Kriesi-Pappas, 2015; Banerjee-Duflo, 2020, p. 318 y ss.)

			Las coordenadas estructurales que exige la economía del conocimiento y la innovación digital no solo no deberían poner en cuestión el sistema democrático, sino que más bien parecen necesitar los valores y la capacidad de equilibrio social que incorpora para poder desplegar todo su potencial. La dinámica competitiva inherente al capitalismo, y más en momentos de «destrucción creativa» como los actuales, no es capaz de hacer frente los problemas de decisión colectiva que se plantean en sociedades socialmente avanzadas. Y, al mismo tiempo, los grandes decisores de la esfera económica no pueden simplemente amenazar con marcharse a espacios más propicios y con menos exigencias democráticas y redistributivas, ya que la base de innovación y creatividad no es tan fácilmente reemplazable como lo fue en su momento la base laboral del fordismo. En la medida en que el avance hacia la sociedad digital necesitará de una gama nada desdeñable de políticas de regulación y acompañamiento, tanto «nacional» como global, esa interrelación entre democracia y capitalismo avanzado no parece irrelevante.

			
2.4. EL FACTOR HUMANO. LA CONSTRUCCIÓN DE SENTIDO


			En efecto, uno de los elementos clave en ese proceso de interrelación será la capacidad de los sistemas políticos de mantener el factor humano como un elemento clave en dinámicas de inteligencia artificial, machine learning y automatización generalizada en las que estamos ya entrando de manera acelerada. Si hablamos solo de innovación y no de progreso, de desarrollo humano, de mejora del bienestar colectivo, estamos dejando de lado el factor humano, la construcción de sentido que toda innovación debería contener para no ser solamente una nueva palanca para mejorar la cuota de mercado de tal o cual empresa o la rentabilidad de un fondo de inversión cualquiera.

			En este sentido las preguntas clave tienen que ver con los espacios que máquinas y personas tenderán a compartir y el grado de autonomía y dependencia de unas y otras. En este tema se mezclan aspectos que tienen que ver con dilemas más bien esenciales o de sentido vital, mientras al otro extremos deberemos encarar aspectos mucho más prácticos relacionados con la complementariedad máquina-persona, los límites de la automatización o la transparencia y cuestiones ético-políticas en relación a la construcción de algoritmos, por poner algunos ejemplos.

			El debate sobre el alcance real de la transformación tecnológica y productiva que implica la revolución digital y sus efectos sobre la estructura laboral tal como la conocemos no es nuevo (Obama White House, 2016). Pero cada vez más aumenta el consenso sobre el avance imparable de la tecnología digital en cualquier aspecto vital, aunque sea desde perspectivas muy distintas (Greenfield, 2017; Stilgoe, 2020; Peirano, 2019; Baricco, 2019). Los problemas se plantean, por un lado, en relación al cambio en los roles de dirección de procesos entre máquinas y humanos, dejando a las personas en una posición subordinada, desde lógicas que hagan más eficientes los procesos, pero sin posibilidad de cuestionarlos. Por otro lado, existe un miedo fundado a que la tremenda capacidad de aprendizaje y automatización de procesos, parta de supuestos éticos y políticos que no han sido convenientemente publicitados, y que pueden responder a sesgos significativos que excluyan o desconsideren ciertas personas o actitudes (O’Neill, 2017; Stilgoe, 2020).

			Lo cierto es que la capacidad sustitutoria de la Inteligencia Artificial aplicada a procesos de todo tipo parece no tener límites. No nos referimos, como es sobradamente conocido, a trabajos de bajo valor añadido, de carácter mecánico o repetitivo, sino a procesos de notable complejidad como, por ejemplo, los diagnósticos médicos, los procesos de asesoría legal o labores que requieren grados de sofisticación que parecían muy alejados de lógicas maquinales, como los cuidados a personas mayores o enfermos. La cuestión no está tanto en que trabajos están a salvo de las dinámicas de sustitución puestas en marcha, sino más bien de cual es la especificidad de la aportación humana en este nuevo escenario. Las máquinas tomarán decisiones basadas en experiencias anteriores, en su capacidad de procesar de manera mucho más rápida que cualquier cerebro humano las alternativas posibles de solución y en su capacidad de aprendizaje y de contraste con lo que vaya aconteciendo, variando así sus puntos de partida. Pero, muchos de estos procesos concluyen en decisiones a tomar que deberían formar parte de lo que se entienda como correcto, como formando parte del sentido comúnmente aceptado en una comunidad concreta y en un momento dado.

			En este tipo de situaciones, lo que resulta clave es entender si la dinámica de relación persona-máquina es complementaria o existe una lógica de subordinación (Iversen-Soskice, 2019, p. 264; Stilgoe, 2020, p. 46). La co-especificidad apunta a «enriquecer» las tareas que de manera complementaria (y no sustitutoria) pueden presidir cierto tipo de relaciones personas-máquinas. Por otro lado, en la medida que esta co-especificidad exista y se refuerce, la posibilidad de desplazar los conglomerados de creatividad e innovación que se hayan dado, será asimismo más complicado. Hablaríamos de un sistema de producción y de conocimiento «incrustado», situado en un lugar y momento específico, lo que también nos sitúan en un contexto político y social determinado que permita imaginar escenarios democráticos de progreso colectivo.

			Lo cierto es que en relación al mundo digital, hemos entrado ya en un escenario distinto al que teníamos hace solo unos años. Estamos asistiendo en vivo y en directo a un cambio de estatuto de las tecnologías digitales (Sadin, 2020, p. 17 y ss.). Los avances en inteligencia artificial demuestran la creciente capacidad de afrontar situaciones y problemas que van más allá de nuestra tradicional relación con las máquinas. Estamos entrando en situaciones en las que los sistemas computacionales más avanzados son capaces de decirnos qué es lo correcto, cuál es la «verdad». Y ello no es casual, sino que parte de los criterios de construcción del nuevo conglomerado maquinal: que se parezca a los humanos en su razonar, analizando alternativas, contrastando hipótesis, estableciendo diagnósticos, escogiendo la mejor opción a partir de los criterios de valor previamente elegidos. Y, a partir de todo lo cual, su enorme capacidad de cálculo y su capacidad de aprendizaje, le permitirá ir más allá de lo que sus creadores habían previsto, sin que ni ellos mismos sean capaces de explicar ni la razón ni el itinerario por el cual se ha llegado a una decisión final.

			Estaríamos pues entrando en lo que Sadin denomina «la era antropomórfica de la técnica» que es además un antropomorfismo aumentado (más rápido, más eficaz, más fiable). Un antropomorfismo parcializado (no pretende comprenderlo todo ni abarcar la complejidad del conjunto, sino concentrarse en algún aspecto concreto). Un antropomorfismo emprendedor o generativo (capaz de generar acciones de forma automática a partir de sus conclusiones) (Sadin, 2020, pp. 20-21). Sus facultades permitirían a las máquinas desde sugerir conductas, hasta decidir entre alternativas u obligar a que la conducta de las personas se adapte a lo que se entiende como correcto (como ya sucede en ciertos sectores donde los gestos concretos a hacer vienen predeterminados y son controlados de manera precisa). Ese establecimiento de las conductas correctas tienen además el añadido de obedecer a criterios básicamente utilitaristas, destinados a conseguir mayor eficiencia en los procesos específicos.

			La dinámica de aceleración constante que tiene la vida contemporánea (Rosa, 2019) viene determinada por esa lógica de progreso indefinido, de «destrucción creativa» (Schumpeter), que es más que nunca la lógica del capitalismo de la innovación tecnológica, conservando la dinámica hype (dirigida a alimentar un consumo contante basado en expectativas renovadas) y manteniendo las desigualdades sociales que se vayan generando fuera del campo de visión y de interés de la innovación (Stilgoe, 2020, pp.57-58) . En esa lógica, la dinámica impuesta por la tecnología de la inteligencia artificial reduce al mínimo el tiempo humano de la comprensión y de la reflexión, del aprendizaje individual y colectivo, poniendo en duda, en definitiva, la capacidad de decidir libremente.

			Lo que caracteriza a la inteligencia no es únicamente la posibilidad de llegar al máximo de capacidad de raciocinio a partir de unos parámetros predeterminados y de un constante desafío consigo mismo. Precisamente es en la pluralidad de subjetividades, en la contradicción entre distintas perspectivas, distintos sistemas de valores, distintas «inteligencias», desde dónde surge la capacidad de superar algo tan humano como la incertidumbre y la búsqueda de soluciones comúnmente aceptadas. Dando un «sentido» a lo que se decide y se hace. Es pues en la «construcción de sentido» dónde tenemos gran parte de los dilemas políticos y democráticos de esta nueva época.

			
2.5. RESPUESTAS POLÍTICAS AL DESARROLLO TECNOLÓGICO Y CIENTÍFICO


			Uno de los espacios de conflicto político más relevantes en la actualidad y en los próximos años es el que enfrenta las tecnologías digitales con los efectos sociales que su uso indiscriminado pueda generar (Zuboff, 2019; Peirano, 2019; Greenfield, 2017, ). Hemos tenido una prueba evidente de ello con la gestión de la Covid y sus distintas alternativas (Ting et alt, 2020; Vitak-Zimmer, 2020). Sabemos perfectamente que cuando hablamos de analizar costes y beneficios de cada decisión, de calibrar quién gana y quien pierde en cada decisión que se toma, de lo que estamos hablando es de política. La política es el campo de gestión colectiva del conflicto de intereses a partir de valores que nutren y justifican el argumentario y las motivaciones de unos y otros, buscando y explorando lo que al final sea el interés común. Si hablamos de los impactos de la transformación digital tanto en el campo del trabajo, como en el campo del control social o de la capacidad de decisión libre de las personas, no podemos limitarnos a incorporar porciones de ética para tratar de amortiguar efectos y derivas. Las cuestiones de fondo son el respeto sin condiciones a la dignidad de cada persona, su derecho a poder decidir libremente y de no verse constantemente observado por otros, y, porque no, la no mercantilización de su vida y de sus hábitos (Sadin, 2020, p. 29; Zukin, 2020).

			Al final, cuando hablamos de politizar el debate tecnológico, lo que está en juego es quién se hace responsable de lo que «hacemos». Seamos nosotros como personas, sean los artefactos que hemos creado y que hemos dejado que decidan por nosotros (eso está muy claro en el debate sobre la conducción automatizada y las responsabilidades que se derivan de ello, ver Stilgoe, 2020).

			¿Qué efectos tendrá esta transformación radical de nuestras pautas vitales en el sistema colectivo de toma de decisiones que hemos ido construyendo y al que llamamos democracia? ¿Seguirá teniendo sentido vincular de alguna manera la democracia con la capacidad de trabajar colectivamente para reducir la desigualdad? Por un lado parece claro que la educación seguirá siendo un elemento clave en la mejora de las condiciones de vida de la humanidad en su conjunto. Una educación enriquecida con dinámicas de creatividad y experimentación que solo su mayor imbricación con la cultura y las artes puede proporcionar. Y para ello seguirá siendo determinante mantener la capacidad distributiva de los sistemas políticos. No es el capitalismo el que conseguirá reducir la desigualdad, sino la tensión democrática que pueda seguir alimentándose de nuevas coaliciones sociales interesadas en mantener niveles altos de calidad de vida y condiciones sociales más justas como escenario en el que desarrollar la economía del conocimiento.

			Desde hace tiempo, las aportaciones de Mariana Mazzucato (2015; 2018) tratan de subrayar el papel estratégico de las inversiones públicas en los procesos de innovación tecnológica, y la necesidad de construir partenariados público-privados, en los que el liderazgo público, la salvaguarda del interés colectivo se mantenga. Entendiendo además que, sin ese tipo de alianzas, difícilmente será posible para el sector privado contar con los recursos de fondo suficientes para desplegar la investigación y la experimentación necesaria, y que para el sector público no es tampoco fácil generar la dinámica competitiva e innovadora que nutre los procesos de creatividad tecnológica y digital.

			Un buen ejemplo de ello lo podemos encontrar en los procesos de innovación en salud, en los que está en juego un factor clave desde el punto de vista de los derechos básicos y de la autonomía personal, como es la salud, y donde al mismo tiempo, más intereses comerciales y financieros se agolpan buscando retornos rentables a las inversiones realizadas. A diferencia de lo que ha implicado la investigación en industria armamentística y espacial, donde las grandes sumas invertidas de dinero público, han sido fácilmente colonizadas por los intereses empresariales y financieros, en el caso de la salud, la resistencia y capacidad de gobernanza del sector público es al menos destacable. Lógicamente es difícil generalizar a escala global, pero lo cierto es que, por ejemplo, las propuestas de nuevos fármacos son habitualmente evaluados por organismos independientes, que analizan no sólo los aspectos técnicos sino también su redundancia con relación a medicinas ya existentes o su real utilidad en atención a su precio. Y lo mismo ocurre en esa constante vorágine de avances tecnológicos en el campo de la medicina y la atención sanitaria, en que muchas veces es necesario distinguir la utilidad de lo que se presenta con relación al hecho de que sea más «cool» o «moderno». Y ahí, los servicios públicos de salud acostumbran a realizar una labor de filtraje y de control que no podemos desdeñar, sobre todo si lo relacionamos con lo que ocurre en el campo del entretenimiento (Stilgoe, 2020, p. 60). Todo ello apunta a la idea que la política no puede estar ausente del debate sobre la innovación tecnológica, en sus múltiples facetas. Y ahí es donde los procesos de deliberación colectiva y participación democrática pueden ser útiles.

			No es nada casual que el debate sobre «ciencia abierta», sobre «ciencia ciudadana» vaya tomando fuerza en los últimos tiempos. El debate sobre las consecuencias del modelo de desarrollo incrementalista y depredador de los recursos naturales aún hegemónico, no puede quedar circunscrito de ninguna manera en espacios en los que solo estén presentes especialistas y expertos. Hemos ido teniendo últimamente muchos ejemplos que nos muestran como la falta de socialización de buena parte de las certezas que la gran mayoría de los científicos tienen sobre la necesidad de cambiar las pautas de desarrollo, permiten que el oportunismo y la demagogia acabe generando falsas noticias, negando evidencias firmes o movilizando personas a favor de alternativas sin recorrido posible. Cada vez más estaremos obligados a responder si queremos o no queremos hacer determinados cambios que desde el punto de vista científico y tecnológico pueden ser viables. Es necesario un trabajo de divulgación, explicación y experimentación que permita trasladar los avances científicos y de conocimiento a procesos reales de cambio en las conductas y en los formatos de vivir y consumir.

			Es en este contexto que la «ciencia ciudadana» toma todo su sentido. Como se dice en el «Green Paper on Citizen Science for Europe»9, la ciencia ciudadana se refiere al compromiso del público en general en las actividades de investigación científica de tal manera que puedan implicarse directamente tanto con su propio esfuerzo inteligente e intelectual, como en su acercamiento a formatos de elaboración del conocimiento y en el uso de los instrumentos y herramientas de investigación. Los participantes pueden ser útiles aportando datos directamente, facilitando nuevos espacios de experimentación, planteando nuevas preguntas, de tal manera que al final se acaben generando espacios de co-creación científica. Al final, lo que se genera es un escenario transdisciplinar, abierto y en red que permite fortalecer y reforzar el apoyo social a las evidencias científicas y el contraste de los propios científicos con los conocimientos las dudas y las incertidumbres del público en general. La ciencia adquiere así una dimensión de bien común que nos parece muy significativa.

			En efecto, cuando más socializamos las evidencias científicas más transparentamos los dilemas tecnológicos, con sus pros y sus contras, más podremos compensar el funcionamiento de un sistema democrático que tiene tendencia a primar el corto plazo que marcan las contiendas electorales (Bonney et alt, 2016). La ciencia y la tecnología no nos dan respuestas unívocas sobre los problemas que la humanidad tiene planteados, pero sin evidencias, el debate democrático cae fácilmente en polémicas demagógicas, donde la opinión pública es más fácilmente manipulable. Los científicos y tecnólogos buscan siempre las mejores evidencias posibles o se afanan en mostrar la mayor eficacia o rentabilidad de lo que proponen, mientras que los políticos trabajan más bien en la configuración de los consensos más amplios posibles para sacar adelante sus propuestas. Los lenguajes son diferentes, las formas de comunicar también, y también divergen las exigencias temporales. Es pues importante que los científicos no sólo busquen socializar sus debates y sus descubrimientos en los espacios sociales y en la esfera pública donde la ciudadanía busca respuestas a sus dilemas. De la misma manera que los tecnólogos han de entender las responsabilidades que conlleva lo que proponen. Y en ambos casos, ello nos lleva a como incorporar esos debates en el proceso de configuración de las políticas públicas (Strasser et alt, 2019).

			Por otra parte, como decíamos antes mencionando a Mazzucato, en muchos casos la gran inversión pública realizada y que está en la base de muchos de los avances conseguidos, no tiene luego retorno social ni colectivo, y acaba siendo aprovechada y comercializada por unos pocos. De ahí la gran importancia que ha ido adquiriendo el debate sobre la llamada «open science» o ciencia abierta. Será muy difícil conseguir esta mayor implicación ciudadana en los debates científicos, y, al mismo tiempo, una mucha mayor capacidad de influencia y de impacto de los propios avances de los investigadores, si no se logra superar las barreras de una comunicación de la ciencia cerrada en «journals» o revistas estrictamente académicas de difícil acceso y muy pobre difusión y que además mantienen criterios económicos y mercantiles en la gestión del acceso y la difusión de la mejor investigación.

			Los incentivos en el campo científico se sitúan casi exclusivamente en la publicación en esos «journals» de referencia en cada campo y en las citas conseguidas por esas publicaciones procedentes de otros colegas del propio campo. No hay consideración de valor con relación a las tareas de difusión y diseminación dirigidas al público en general, ni tampoco a las actividades vinculadas a la «ciencia ciudadana» antes mencionada. No creemos que se pueda avanzar en la consideración de la ciencia como bien común si al mismo tiempo no se trabaja en los cambios hacia una ciencia abierta, de primera calidad, pero, al mismo tiempo, accesible a todos (Krishna, 2020).

			Las políticas que emprendan los gobiernos, las decisiones que tomen las ciudades, la capacidad de los movimientos y colectivos sociales para defender derechos y libertades, seguirán siendo elementos clave para explicar el como se decantan las cosas en los próximos años en el debate entre política, democracia y economía digital y del conocimiento. No hay una sola economía posible ni tampoco una sola política posible. Las decisiones de los gobiernos sean estos transestatales, estatales o locales, cuentan y mucho en lo que acaba sucediendo en términos de igualdad, justicia y desarrollo humano. Lo hemos comprobado en estos meses de pandemia global y lo veremos nuevamente en como afrontaremos la salida de la emergencia. La falta de respuesta a la incertidumbre, al miedo, a la sensación de desprotección, multiplica las posibilidades de convertir todo ello en furia, en búsqueda de culpables a quién proyectar la ira que produce la sensación de abandono. Estamos en momentos decisivos en los que no podemos dejar que los hechos, los automatismos decidan por si mismos. La política es y será más importante que nunca.
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					1 Según los resultados de los indicadores para medir el grado de convergencia en la UE durante el período 2008-2018, los únicos que mostraban una tendencia a la baja eran los correspondientes a la desigualdad de ingresos y las transferencias para combatir la pobreza.

				

				
					2 Nos referimos a quienes consideran que la desigualdad no existe o es muy inferior a la que se suele aducir, porque los datos disponibles o los métodos de medición son insuficientes o incorrectos, así como a aquellos que estiman que la desigualdad es consustancial al género humano, o que es imprescindible en una sociedad competitiva.
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